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(Se abre la sesión a las 10 horas y 33 minutos). 

El Sr. PRESIDENTE: Buenos días, señorías. Se abre la sesión de la Comisión de Familia y 

Asuntos Sociales del día 19 de febrero de 2024. Habiendo hablado con los portavoces de todos los 

grupos, he estimado oportuno convocar un minuto de silencio por las dos ancianas que han fallecido 

este fin de semana en Aravaca. Muchas gracias. Nos ponemos en pie. (Los señores diputados, puestos 

en pie, guardan un minuto de silencio). 

Antes de cumplimentar el orden del día previsto, como primera cuestión previa, y de 

conformidad con el artículo 64.2 del Reglamento de la Asamblea, ruego, por favor, a los portavoces de 

los grupos parlamentarios que comuniquen, en su caso, las sustituciones. ¿Grupo Parlamentario Vox? 

(Pausa.) No hay. ¿Grupo Parlamentario Socialista? (Pausa.) No hay. ¿Grupo Parlamentario Más Madrid? 

La Sra. PÉREZ MUÑOZ: En la comparecencia intervendrá Diego Figuera. 

El Sr. PRESIDENTE: ¿Grupo Parlamentario Popular? (Pausa.) No hay. Gracias. Pasamos al 

primer punto del orden del día. 

 

PCOC-23/2024 RGEP.128. Pregunta de Respuesta Oral en Comisión, a iniciativa de 

la Sra. D.ª Lorena Morales Porro, diputada del Grupo Parlamentario Socialista, al Gobierno, 

con el siguiente objeto: medidas que se van a implementar para mejorar la supervisión y 

control de los centros residenciales de personas mayores. 

Contesta a la pregunta en representación del Gobierno, cumplimentada la previa comunicación 

a la Mesa de la comisión, el señor director general de Evaluación, Calidad e Innovación, don Óscar López 

Santos. Conforme a lo previsto en el artículo 196 del RAM, el tiempo máximo para la tramitación de la 

pregunta es de diez minutos, repartidos a partes iguales entre el diputado y el Gobierno, para sus tres 

turnos respectivos. Tiene la palabra para formular su pregunta la señora Morales Porro, diputada del 

Grupo Parlamentario Socialista. 

La Sra. MORALES PORRO: Gracias, señor presidente. Buenos días, señor López. Quiero 

comenzar trasladando el pésame del Grupo Socialista a las familias de las dos fallecidas y nuestros 

deseos de recuperación a la persona que resultó muy grave en el incendio de la residencia Juan XXIII 

ayer. 

Se hace evidente la necesidad de que ustedes mejoren los planes de evacuación, dentro de 

su cometido de innovación, calidad y protección, frente a incendios, como llevamos reclamando desde 

hace años. Les recuerdo que, en el incendio en 2022 de la Gran Residencia, que ustedes gestionan 

directamente, el informe de Bomberos fue demoledor. Las camas ni siquiera cabían por las puertas, lo 

que dificultaba enormemente la evacuación. ¿Qué han hecho al respecto? Porque, lejos de cambiar esta 

situación, en la visita hace unas semanas a la residencia de Colmenar les indiqué que también en esa, 

y en la mayoría de las que visito, las camas no salen por las puertas. La respuesta del gerente de la 
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Agencia Madrileña de Atención Social fue que los bomberos no tenían ni idea, y que lo que había que 

hacer era tirar a los mayores al suelo en unas mantas y desplazarlos en ellas. Me gustaría saber qué 

opina, porque, en primer lugar, es lamentable que un gerente haga estas apreciaciones a un cuerpo 

profesional como el de bomberos; en segundo lugar, es una barbaridad esa solución, porque muchos 

mayores son tan dependientes que no se pueden mover, no pueden colaborar en ese traslado, y pesan 

mucho, por lo que es muy difícil y se requiere tiempo, tiempo del que no se dispone en medio de un 

incendio para poder colocarlos encima de una manta y bajarlos de la cama. Les recuerdo que ustedes 

tienen residencias de 400 y 500 plazas que, en caso de un incendio, son verdaderas trampas mortales, 

y, en tercer y último lugar, que una persona de la que dependen tantas vidas, como el gerente de la 

Agencia Madrileña de Atención Social, haga estas valoraciones y se niegue a seguir las recomendaciones 

de los bomberos nos parece simplemente aterrador, y me gustaría que usted, como director de 

Evaluación y Calidad, nos indicara qué opina sobre esta situación en las residencias. 

La residencia Juan XXIII, donde se produjo ayer el incendio, tenía, y tiene, plazas concertadas 

con ustedes; así que, espero que haya ejercido su labor de control y, tal y como se recoge en el acuerdo 

marco, tengan ustedes registrado y actualizado anualmente el plan de contingencias de esta residencia. 

Me gustaría que nos confirmara si así lo tiene, registrado y actualizado, como corresponde; que incluya 

esas medidas de prevención y actuación en caso de un incendio, y también que nos puedan facilitar 

tanto las actas de inspección que les hemos requerido como este último plan y su fecha más actual de 

registro; es decir, toda la información, que hemos solicitado a la Policía y al Samur, porque del incendio 

que hubo el año pasado en la residencia de Torrelodones se han negado a facilitarnos cualquier tipo de 

información. 

Señor López, si hay alguien vulnerable son las personas mayores que viven en las residencias, 

porque en su mayoría ya no pueden alzar la voz; así que, su labor de control de estos centros debería 

ser muy intensa, pero a mí, personalmente, no me lo parece. 

Desde el comienzo del confinamiento, en marzo del año 2020, hasta el mes de junio de ese 

año, ustedes solo realizaron cinco inspecciones en cuatro residencias, cuando en Madrid hay más de 

500. Abandonaron su labor de control justo cuando las personas mayores más lo necesitaban. Igual lo 

que no querían es que quedara constancia escrita de la situación que se vivía en las residencias, llenas 

de mayores a quienes se negó su derecho a ser atendidos en los hospitales, dejándoles morir 

abandonados. ¿Por qué, señor López, no fueron a las residencias? Porque, de aquellos barros, esos 

lodos. En aquel año 2020 solo sancionaron a 16 residencias, con la que estaba cayendo, y es desolador. 

Pero es que llegamos a 2023 y resulta que se ha desplomado la cuantía de las sanciones respecto a 

años anteriores. De enero a septiembre de 2023, no llega a 300.000 euros, cuando el año anterior 

superaron el millón de euros; incluso, en años como 2017 y 2018 la cuantía de las sanciones fue mucho 

mayor. Además, en la mayoría de los casos son multas de 3.000 o 4.000 euros, así que, a las empresas 

las sale mucho más a cuenta pagar esa multa y seguir con esos incumplimientos, y es lamentable. 

También le quería preguntar por el plan que anunció la presidenta Ayuso, un programa 

específico de 90 inspecciones a residencias de mayores que dispusieran de servicios sanitarios. Estas 
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inspecciones habrían sido cruciales en pandemia, muy especialmente para saber si se medicalizó y qué 

ocurría. Me he tirado casi un año pidiéndoles la información, para acabar diciéndome hace unos días 

que ni siquiera disponen de la copia del programa; así que, o se realizaron esas inspecciones y no me 

quieren dar la copia porque no quieren que sepamos lo que ocurrió, o, como mucho me temo, nunca 

se hicieron esas inspecciones que anunciaron a bombo y platillo porque, total, los mayores se iban a 

morir igual, como dijo el otro día su presidenta, ¿verdad? 

Por último, un hecho que me parece muy grave y por el que le quiero preguntar: ¿cómo es 

posible que los propios inspectores nos estén alertando de que en ocasiones sus propuestas de sanción 

de los inspectores de calle se quedan en un cajón? Me lo han reconocido ustedes oficialmente con estas 

palabras: “las propuestas de los inspectores de calle no son vinculantes para el organismo sancionador.” 

Entonces, ¿qué lo es, señor López? ¿Su criterio?, ¿su criterio político? ¿Cómo determinan qué propuestas 

efectivamente se convierten en sanciones? Porque me parece gravísimo. Y, para no variar, se niegan a 

darme la información. 

Y ya acabo. Señor López, si entregan las residencias, si las subastan al peor postor, al menos 

controlen lo que sucede allí dentro. Menos excusas y más hacer públicas las actas de inspección. Si no 

hay nada que ocultar, deberían poder hacerlas públicas; anónimas, como quieran, pero públicas. Más 

aumentar de manera real al número de inspectores, y que estén formados por equipos 

multidisciplinares. Son las vidas de las personas más vulnerables las que tienen en sus manos, las de 

los mayores. Dependen de ustedes, pero les están abandonando. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Le informo que ha agotado su tiempo. Para contestar 

tiene la palabra en representación del Gobierno don Óscar López Santos. Muchas gracias. 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE EVALUACIÓN, CALIDAD E INNOVACIÓN (López 

Santos): Gracias, presidente. Quiero iniciar mi exposición uniéndome al sentimiento que la señora 

diputada ha planteado por la desgraciada situación que ha acaecido este fin de semana. Tanto por las 

muertes como por las personas afectadas por ese incendio, manifiesto mi dolor personal y, 

evidentemente, de la propia consejería. 

Respecto a la información que puedo ofrecerle, lo que más me preocupa es, primero, plantear 

que, como en toda Administración que tiene atribuidas competencias en distintos ámbitos, no es posible 

hacer, digamos, un totum revolutum, con todas las actividades que pueden afectar a una residencia 

desde distintos aspectos, porque a una residencia le pueden afectar temas medioambientales, temas 

de salud, temas de trabajo, temas de seguridad, bomberos, etcétera, aparte de lo que son las 

condiciones que se prevén en la legislación de servicios sociales, que es la que nosotros aplicamos. Esa 

perspectiva es la que me permite plantear que la actividad de inspección que se está desarrollando en 

los últimos años es cada vez más intensa y extensa. Solo algún dato, que creo que es de interés, en 

relación con lo que estaba planteando. Por una parte, en cuanto al número de actas que se han abierto 

en el último ejercicio, estamos hablando de 5.831 actuaciones, que están formalizadas en sus 

correspondientes actas. Ese es un número bastante superior al del año anterior, en el que fueron 4.800. 
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Por lo tanto, el incremento en extensión está claro que estos datos lo ponen sobre la mesa. En el ámbito 

específico de esta pregunta, que es el de las residencias de mayores, en 2023 se llevaron a cabo 1.093 

inspecciones, lo que garantiza que todas y cada una de las residencias han sido visitadas por las 

inspecciones al menos en dos ocasiones. En cuanto a los procedimientos sancionadores, los datos son 

los siguientes: en 2023 se han finalizado y resuelto 110 procedimientos sancionadores; en 2022, la cifra 

fue de 103. 

En cuanto a las cifras que de vez en cuando se plantean comparando periodos, años, diciendo 

que ahora se sanciona menos que en periodos anteriores, primero, debe tener un poco en cuenta que 

nunca es un elemento esencial para considerar la calidad y las condiciones de cualquier servicio ni el 

volumen ni la intensidad de las sanciones, sino otros elementos. Atendiendo a ese dato, porque creo 

que hay un elemento que no se tiene en cuenta, en el año 2015 la cuantía total de sanciones en el 

ámbito de los servicios sociales fue de 844.537 euros, y los datos de 2023 son de 1.230.280 euros. 

¿Cuál es el problema, si estamos hablando de residencias? El problema es que, en 2015, como ustedes 

conocen, se aprueba la Ley de Procedimiento Administrativo, que incorpora una reducción en la cuantía 

de las sanciones de forma automática siempre que haya un pronto pago o un reconocimiento de la 

responsabilidad, de este 40 por ciento. Cuando nosotros damos los resultados, los damos en multas, 

sanciones, que puedan ser ejecutadas; es decir, reduciéndose el 40 por ciento. Por lo tanto, no son 

comparables las cantidades que nosotros estamos aportando en la información con las cantidades de 

2015, 2016 y anteriores, que eran en bruto y no seguía esa reducción. 

En cuanto a la preocupación -y ya con esto termino-, también reiterada, de por qué las 

propuestas de sanción que pueda hacer un inspector actuante se tienen en cuenta, o no, no es una 

labor de esta dirección general, sino de la estructura y de sus jefes correspondientes para poder unificar 

criterios. Un ejemplo cualquiera puede valer, como un problema visto por un inspector, que él considera 

que es sancionable, mientras en otra residencia un inspector considera que no. Imagínense una 

sujeción, unas barandillas, que están abiertas, y en las mismas condiciones en un caso se considera 

que son reducciones y en otro no. Evidentemente, la diferencia es clara y debe ser coordinada. Muchas 

gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Pasamos al siguiente punto del orden del día. 

 

PCOC-26/2024 RGEP.131. Pregunta de Respuesta Oral en Comisión, a iniciativa de 

la Sra. D.ª Lorena Morales Porro, diputada del Grupo Parlamentario Socialista, al Gobierno, 

con el siguiente objeto: medidas que van a implementar para mejorar las listas de espera 

de Servicios y Prestaciones de Atención a la Dependencia. 

Contesta a la pregunta en representación del Gobierno, cumplimentada la previa comunicación 

a la Mesa de la comisión, el señor director general de Atención al Mayor y a la Dependencia, don Óscar 

Álvarez López. Conforme a lo previsto en el artículo 196 del RAM, el tiempo máximo para la tramitación 

de la pregunta es de diez minutos, repartidos a partes iguales, cinco para el diputado, o diputada en 
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este caso, y cinco para el Gobierno, para sus tres turnos respectivos. Tiene la palabra para formular su 

pregunta la señora Morales Porro, diputada del Grupo Parlamentario Socialista. Muchas gracias. 

La Sra. MORALES PORRO: Gracias, señor presidente. Buenos días, señor Álvarez. Perdone 

que comience con algo que no está dentro, explícitamente, de la pregunta, pero que no me ha 

respondido el señor López y, como también es de su competencia, quería saber: ¿estaba actualizado el 

plan de contingencia de la residencia Juan XXIII? ¿Nos van a facilitar el plan de contingencia en la última 

fecha de registro? Porque le recuerdo que lo debe tener actualizado, implantado, cada año. 

Ya voy con la pregunta. Las personas mayores quieren vivir el mayor tiempo posible en sus 

hogares, y la propia consejera reconoció que el que puedan hacerlo es su prioridad, pero la realidad 

que nos encontramos es muy distinta, porque, en estos momentos, hay más de 22.000 personas con 

su derecho reconocido esperando teleasistencia o ayuda a domicilio; casi 6.500 más que hace un año. 

Es alarmante, señor Álvarez, que esta lista se concentre en Madrid ciudad, donde ustedes se están 

lavando las manos y dejando que gestione el ayuntamiento, aunque la responsabilidad es 

principalmente suya. En esta misma comisión comparecieron las trabajadoras de ayuda a domicilio; me 

gustaría que nos comentara si las ha recibido, si piensa hablar con ellas, porque fue demoledora aquella 

comparecencia y su denuncia de cómo el servicio es completamente deficitario -por cierto, les han 

incluido ahora tareas que no les corresponden-, así como la precariedad laboral que sufren, no solo por 

los salarios bajísimos, sino por las condiciones indignas, pues nos comentaban que ni guantes tenían 

para cada casa, y que ni siquiera los tuvieron en la pandemia. Hasta ahora, en el resto de la comunidad 

la lista de espera se contenía porque los ayuntamientos socialistas, que eran mayoría, destinaban sus 

propios recursos, gastando más que ustedes, como el ejemplo de Arganda, que ponía 5 millones, 

mientras ustedes solo ponían 600.000, para servicios sociales, a pesar de que, insisto, la competencia 

es suya. Pero, eso se ha terminado y, además, tienen ustedes que afrontar el aumento de horas en 

ayuda a domicilio, a lo que les obliga el nuevo acuerdo estatal. Me gustaría que nos comentara cómo 

lo piensan afrontar con los presupuestos de 2024, porque la lista de la comunidad también está 

aumentando. Usted me hablará del aumento del presupuesto, de los nuevos pliegos; pero, claro, es 

que ese aumento no es suyo, están ustedes recibiendo muchísimos fondos europeos, que negoció el 

Gobierno de España. Además, Madrid ha recibido, para 2023, más de 99 millones, siendo la tercera 

región que más fondos ha recibido del plan de choque de dependencia del Gobierno de España, aunque, 

sin embargo, es una de las regiones donde la lista de espera, en lugar de descender, aumenta. Me 

pregunto si ustedes son una de las regiones a las que hacía referencia la Asociación de Directores y 

Gerentes en la última presentación de su informe anual, en la que dijeron que varias regiones hacían 

caja con este plan de choque, porque, como dije hace unas semanas, e insisto, si no tienen nada que 

ocultar, ¿por qué no me quieren dar la ejecución de ese plan de choque? Y, si hay algo especialmente 

doloroso, señor Álvarez, son las listas de espera que tienen las residencias, porque cuando se pide plaza 

en ellas la situación es de tal deterioro que ya no se puede esperar, y 609 madrileños, con su 

dependencia reconocida, han fallecido esperando el apoyo al que tenían derecho y tanto necesitaban. 

Me gustaría que me explicara cómo es posible que la lista de espera en residencias haya aumentado en 

un año un 25 por ciento, mientras tienen ustedes de manera constante 400 plazas vacías en las 25 

residencias públicas de gestión directa, algo que no ocurre -y usted lo sabe- ni en las concertadas ni en 
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las indirectas, y es usted quien decide, precisamente, a qué residencias van. Mucho me temo que será 

porque la inversión en unas es de 110 euros por mayor y día y en las otras entre 50 y 70 euros, y, con 

tal de ahorrarse unos eurillos, pues, qué más da que estas personas mayores estén esperando. Ya lo 

dijo su jefa el jueves: total, si se van a morir igual... Usted ha sido gerente de la Agencia Madrileña de 

Atención Social, así que, sabrá bien el porqué de esas 400 plazas públicas siempre vacías. Y también 

era el gerente en el año 2020, así que, me gustaría que nos aclarara por qué esas plazas desocupadas 

en las residencias públicas pasaron de 496 en febrero de 2020 a 1.732 en agosto de ese año. Señor 

Álvarez, ¿ese desfase de 1.236 usuarios es de los fallecidos que hubo en plena pandemia? ¿Pero no se 

suponía que estas residencias públicas que usted gestionaba estaban medicalizadas? Y, si no lo estaban, 

contrariamente a lo que dijo la señora Ayuso, que dijo que sí estaban medicalizadas, ¿pudo usted derivar 

a los residentes de sus 25 residencias a los hospitales? ¿O los protocolos -de la vergüenza- eran de 

obligado cumplimiento, aunque lo niegue? 

Mire, señor Álvarez, nos faltan 7.200 mayores, y lo peor es que no han aprendido nada, o 

muy poco. Los servicios que prestan a las personas dependientes están lejos de ser lo que ellos merecen. 

Tienen esperando a miles de mayores en sus listas de espera, unas listas de espera que no dejan de 

aumentar, y no vamos a parar, señor Álvarez, hasta que se sepa que pasó y hasta que atiendan con 

dignidad a las personas mayores en esta región. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias; le informo de que le quedarán luego unos segundos, 

por si quiere ir organizándose para ese tiempo. A continuación, para contestar, tiene la palabra en 

representación del Gobierno don Óscar Álvarez López. 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE ATENCIÓN AL MAYOR Y A LA DEPENDENCIA (Álvarez 

López): Gracias, presidente. Me uno, por supuesto, al pésame por el fallecimiento ayer de las dos 

residentes en la residencia Juan XXIII, y mando todo el apoyo a los familiares, a los residentes y a todos 

los trabajadores, que, como pude comprobar ayer allí, durante varias horas, se dejaron la piel para 

atender a todos y minorizar el impacto. 

Son numerosas las medidas -usted conoce muchas de ellas- que se están desarrollando para 

mejorar todo el proceso de atención a la dependencia, como, en la valoración y el reconocimiento, la 

agilización de todos los trámites y el incremento de los recursos destinados a todas las personas 

dependientes. Es muchísimo lo que se está haciendo, pero muchísimo, por supuesto, lo que queda por 

hacer para dar respuesta al reto demográfico al que nos enfrentamos socialmente. Para ello, estamos 

dedicando esfuerzos en todos los ámbitos: técnicos, presupuestarios y legales. 

Situar y contextualizar las listas de demanda obliga a contextualizar el propio sistema de 

atención a la dependencia. Frente a alguno de los datos que nos ha comentado su señoría, yo creo que 

hay que destacar fundamentalmente cómo se está comportando el sistema de atención a la dependencia 

en Madrid, pues solo en los últimos tres años se han incorporado más de 44.000 beneficiarios -y 

beneficiarios son personas que ya están recibiendo los servicios-, un 33,2 por ciento más que hace tres 

años; 14.000 solo en 2023. Además, se está produciendo un incremento de las prestaciones, y estamos 
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por encima de la media nacional, con 1,37 prestaciones, que son prestaciones reales que reciben los 

madrileños. En cuanto a las solicitudes, lógicamente, se están disparando. En 2022, se incrementaron 

más de un 20 por ciento, y el año pasado más de un 10 por ciento. Y, respecto a la lista de espera, 

según publica el Imserso, la media en Madrid es del 4,34, siendo menor a la mitad de la media nacional, 

del 9,91. Pero con eso, por supuesto, no quiero arrojar ningún tipo de conformismo; al contrario, hay 

que trabajar todos los días, y lo estamos haciendo para mejorar esos datos y mejorar todos los servicios 

que se prestan a las personas. Saben que estamos trabajando en un nuevo decreto para regular todo 

el acceso y la valoración de la dependencia. El mes que viene se van a crear 60 puestos de funcionarios 

técnicos para todo el procedimiento y su agilización. A nivel presupuestario, solo el programa 

“Coordinación de la dependencia” este año se ha incrementado en más de un 31 por ciento, y ahí están 

esas partidas con los créditos para financiar la ayuda a domicilio o la teleasistencia, o el convenio con 

el Ayuntamiento de Madrid, al que usted se refería, que se ha incrementado en más de 30 millones este 

año. 

Sí me he reunido con las trabajadoras de ayuda a domicilio, con varios de los sindicatos 

específicos. Nos han trasladado propuestas para incorporar a los nuevos pliegos y, por supuesto, serán 

tenidas en cuenta. 

En cuanto a teleasistencia avanzada, esperamos que para el mes que viene finalice la 

contratación de la licitación del nuevo sistema, que va a dar respuesta y va a permitir incrementar solo 

fuera de Madrid a más de 25.000 personas al servicio avanzado. 

En cuanto a la ayuda a domicilio, estamos trabajando en los nuevos pliegos, y se ha 

incorporado un incremento de más de un 30 por ciento de las horas que contemplaba el real decreto; 

aun así, el año pasado se incorporaron 6.504 personas a este servicio. 

Y, en cuanto a residencias centros de día, solo el año pasado se crearon 1.668 plazas entre 

mayores y atención a personas con discapacidad. 

Se refería usted al presupuesto. La financiación del Estado, en vez de 99 millones, fue al final 

de 116 millones, porque recibimos 17 millones más que otras comunidades autónomas que no 

cumplieron los requisitos establecidos en el plan de choque. Los datos del plan de choque, cuando usted 

quiera, se pueden ver, porque son datos certificados; se certifican y se remiten al Imserso. Justo este 

viernes concluimos la certificación de los datos de 2023, que son datos de la certificación de los costes 

de dependencia y la financiación en la Comunidad de Madrid. Cabe destacar ahí, respecto al incremento 

en la financiación, que el incremento de la Comunidad fue superior al del Estado; el Estado financió un 

31 por ciento de la dependencia en Madrid, y el resto lo financió la Comunidad de Madrid. Simplemente 

esa diferencia en millones de lo que no financió el Estado -les recuerdo el compromiso del 50 por ciento- 

contribuirían a crear más de 10.000 plazas de residencias de mayores o más de 6.000 para personas 

con discapacidad. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Tiene la palabra la diputa Lorena Morales Porro. 
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La Sra. MORALES PORRO: Una sola pregunta: ¿el plan de contingencia de la Juan XXIII está 

actualizado según el acuerdo marco? 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE ATENCIÓN AL MAYOR Y A LA DEPENDENCIA (Álvarez 

López): Comprenderá, señoría, que están realizando toda la investigación del suceso que se provocó 

ayer. Por supuesto, el plan de autoprotección, la certificación del sistema de protección, estaba en 

orden, y así consta en las actas de las inspecciones, pero todo lo que se ha producido en el centro está 

siendo investigado por la policía científica, como no puede ser de otra forma. 

Y le quería comentar también, para concluir, que, cuando habla de las listas de espera del 

servicio de ayuda a domicilio de los ayuntamientos, la lista de espera de dependientes solo es la lista 

de espera de la Comunidad de Madrid, porque la ayuda que prestan los ayuntamientos socialistas, del 

Partido Popular o de cualquier otro color, en el resto de la comunidad, no computan a efectos de la lista 

de dependencia; entonces, la lista es exclusiva de la Comunidad de Madrid, no desciende porque ningún 

ayuntamiento preste ayuda a domicilio a personas no dependientes, porque esas ayudas no computan 

en el sistema. Gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Pasamos al siguiente punto del orden del día. 

 

PCOC-35/2024 RGEP.143. Pregunta de Respuesta Oral en Comisión, a iniciativa de 

la Sra. D.ª Lorena Morales Porro, diputada del Grupo Parlamentario Socialista, al Gobierno, 

con el siguiente objeto: valoración que hace sobre la gestión de la renta mínima de 

inserción. 

Contesta a la pregunta en representación del Gobierno, cumplimentada la previa comunicación 

a la Mesa de la comisión, el señor director general de Servicios Sociales e Integración, don Ignacio Ayres 

Janeiro. Conforme a lo previsto en el artículo 196 del RAM, el tiempo máximo para la tramitación de la 

pregunta es de diez minutos, repartidos a partes iguales entre la diputada y el Gobierno, para sus tres 

turnos respectivos. Tiene la palabra para formular su pregunta la señora Morales Porro, diputada del 

Grupo Parlamentario Socialista. Muchas gracias. 

La Sra. MORALES PORRO: Gracias, señor director. Cuatro de cada diez hogares no llegan 

en Madrid a fin de mes. De nada sirve ser la región más rica si no se garantiza ni lo más básico a las 

familias. Cualquiera pensaría que ustedes, siendo la región más rica, considerarían acabar con esta 

situación, porque es algo prioritario, pero la realidad que nos encontramos no es esa. Madrid es la 

región, si no la más baja, una de las más bajas de nuestro país en cuanto a la Renta Mínima de Inserción, 

renta que mantiene a las familias bajo el umbral de la pobreza. Y le quiero preguntar si cree usted, de 

verdad, que un hogar de tres miembros con 660 euros al mes puede salir adelante en esta región, que, 

además de la más rica, es la más cara para vivir. No son paguitas, esa renta mínima es la oportunidad 

de volver a empezar. Pero a ustedes les debía parecer mucho, porque expulsaron masivamente a las 

personas que la recibían, y justo en el momento que más la necesitaban por las consecuencias de la 
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pandemia y las consecuencias económicas de la guerra de Putin. Poco les importó que la mayoría fueran 

madres solas -luego se les llena la boca de natalidad-, que son el rostro de la pobreza en Madrid. De 

35.000 perceptores en los años 2018 y 2019, hemos pasado, en su último informe, a 1.400. 

Pero, mire, frente a sus recortes -eso son datos; y ahora se meterá con el ingreso mínimo 

vital-, que han disminuido salvajemente la partida de exclusión social, frente a esa falta de humanidad, 

el Gobierno de España está llegando con el ingreso mínimo vital, con todos sus defectos, a decenas de 

miles de familias. Ustedes, ni el mejor momento de la renta mínima han apoyado a tantos hogares de 

esta región como está haciendo el Gobierno de España, y con unas cuantías mucho más altas. Grábense, 

por favor, que ayudar a las familias que lo están pasando mal no es caridad, es justicia social -por cierto, 

mañana es el día-. Han pasado de invertir 140 millones a, en 2023, presupuestar 40, y, de esos 40, solo 

han ejecutado 8 millones a 31 de noviembre de 2023. Señor Ayres, ¿dónde han ido los 32 millones que 

no han gastado? Es que, como les pregunto y les pregunto y nunca me quieren contestar por escrito... 

A ver si hoy tengo suerte y me dice dónde han ido esos 32 millones que les han sobrado el año pasado. 

Somos la comunidad más rica y queremos rentas mínimas que nos equiparen a comunidades 

similares, como País Vasco o Navarra, que tienen unas rentas básicas que son el doble de la de Madrid. 

Estas regiones demuestran que sí se puede tener rentas mínimas dignas, que es cuestión de voluntad 

política, esa que ustedes hasta ahora no han tenido. Me dirá que su renta mínima es complementaria 

del ingreso mínimo del Gobierno de España, pero lo es ahora, cuando ya prácticamente se la han 

cargado, porque se han tirado desde el año 2020 diciendo que era excluyente del ingreso mínimo, pero 

por decisión suya. En cualquier caso, para que fuese complementaria, tendría que ser más alta, mejor 

que el ingreso mínimo, y nada más lejos de la realidad; así que, en la práctica, aunque ahora digan que 

es complementaria, esta ayuda seguirá extinguiéndose, porque parece ser el objetivo. 

Señor Ayres, basta de obligar a los madrileños y madrileñas a solicitar el ingreso mínimo vital, 

aunque sepan de antemano que no les corresponde, y a que se les deniegue y ni siquiera poder 

comenzar la solicitud de su renta mínima, de su ayuda. Les hacen pasar ustedes un periplo terrible, 

donde se quedan en la nada más absoluta, y son los ayuntamientos, para no variar, los que tienen que 

salir al quite frente a su abandono para apoyar a sus vecinos con sus propios recursos. Ahórrese, de 

verdad, echar culpas al Gobierno de España, porque ya se lo he oído muchas veces y la gestión es suya, 

la competencia de servicios sociales es suya. El ingreso mínimo vital se lanzó desde el Gobierno de 

España en un momento muy complicado para la ciudadanía y para las regiones con el fin de apoyarles, 

y no de que ustedes aprovecharan para ahorrarse unos cuantos millones a costa del sufrimiento de las 

personas más vulnerables. Como le dije, y le repito, de nada sirve ser la región más rica si están dejando 

a medio millón de personas que están en pobreza severa en los márgenes. Menos excusas. Son ustedes 

el Gobierno de Madrid y tienen la competencia de servicios sociales y necesitamos rentas de inserción 

dignas ya. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Para contestar tiene la palabra en representación del 

Gobierno don Ignacio Ayres Janeiro. 
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El Sr. DIRECTOR GENERAL DE SERVICIOS SOCIALES E INTEGRACIÓN (Ayres 

Janeiro): Gracias, presidente. Respecto a dónde han ido los fondos del año pasado, le hemos contestado 

por escrito; tienen la respuesta hace meses usted y otros grupos que lo preguntaron. (Rumores.) Sí, 

pero está por escrito; sí se le contestó. 

En cuanto al ingreso mínimo vital, dice: con todos sus defectos, pero yo creo que se ha 

quedado corta. La semana pasada se publicó en el periódico El País una noticia titulada “Miles de 

millones sin gastar en ayudas que no llegan.” La noticia arrancaba con el siguiente párrafo: “La ejecución 

presupuestaria, lo que al final se acaba repartiendo, muestra que prestaciones como el ingreso mínimo 

vital, el bono social, el bono cultural o el cheque de 200 euros para personas con bajos ingresos, se 

quedan, en el mejor de los casos, a medias.” El informe al que se refiere la noticia contiene las siguientes 

afirmaciones sobre el ingreso mínimo vital, del que usted dice que tiene defectos; dice literalmente: “En 

2021, más de 1.000 millones se quedaron sin ejecutar, de los casi 3.000 totales.” “En 2022, las cuantías 

que cobraba cada beneficiario subieron un 15 por ciento, y ni con esas.” “En 2023, los presupuestos de 

la Seguridad Social han bajado la partida del ingreso mínimo vital más de 200 millones, pero, aun así, 

se quedará sin gastar.” “Cientos de miles de familias que tienen derecho a esa ayuda no la reciben.” “El 

número de los hogares beneficiarios tiene truco, se trata de altas acumuladas.” “La AIReF insiste al 

Gobierno que es imprescindible que dé cifras reales.” “El Ministerio de Inclusión y Seguridad Social se 

niega a dar el dato de cuánta gente está recibiendo ahora mismo esa ayuda.” “Se gastó un 47 por 

ciento de lo que se debería haber gastado si hubiera llegado a todas las personas que tienen derecho 

a recibir esta ayuda, según la AIReF.” “El 58 por ciento de las personas que tienen derecho, no lo pide.” 

“Se deniega al 69 por ciento que lo pide.” “Quienes reclaman y acaban llegando a juicio ganan en el 42 

por ciento de los casos por errores del ministerio.” “El tiempo de tramitación es, de media, de cuatro 

meses.” “Cada año se resuelven menos expedientes de los que se inician.” Eso es solo en un artículo. 

Si seguimos leyendo la prensa, El País, hace unos días: “El ingreso mínimo vital solo llega al 5 por ciento 

de las personas sin hogar que tendrían derecho a percibirlo.” En la prensa nacional: “Un error en la 

Seguridad Social obliga a 48.000 familias perceptoras del ingreso mínimo vital a devolver 2.500 euros.” 

“Tres meses para devolver más de 10.000 euros.” “El calvario de cobrar el ingreso mínimo vital y que 

el Gobierno te reclame el dinero.” “SOS de los que cobran el ingreso mínimo vital. Nos piden devolver 

la ayuda y pagar un 25 por ciento de intereses.” “18 días llamando cada media hora para que alguien 

responda al teléfono de ayuda al ingreso mínimo vital.” “Tras 150 llamadas, en la número 151 consiguió 

hablar con un ser humano.” Y dice: “algunos defectos...”. 

En definitiva, señoría, la renta mínima de inserción, como usted ha dicho, se encuentra en 

una etapa de depuración del impacto sufrido por la entrada en vigor del ingreso mínimo vital, de la que 

es, efectivamente, subsidiaria, así como de consolidación de su carácter complementario frente a 

aquella. El ingreso mínimo vital, supuestamente, nació como una prestación universal destinada a las 

personas vulnerables en situación de exclusión social. Según consta en el preámbulo de la ley que lo 

regula, su puesta en marcha pretendía superar la heterogeneidad de lo que han supuesto a lo largo de 

los años las rentas mínimas autonómicas con distintos grados de cobertura y nivel de protección. Al 

tiempo, se señalaba que la puesta en marcha del ingreso mínimo vital exigía también una progresiva 

reordenación del conjunto de ayudas, cuyos objetivos se solapan con los de la nueva política; es decir, 
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evitar duplicidades. Tanto las sucesivas recomendaciones comunitarias como los informes emitidos por 

la AIReF han coincidido en apreciar la problemática de la convivencia de los dos sistemas, de ahí que la 

existencia de dos prestaciones de análoga naturaleza que se destinan a una misma población, con 

características socioeconómicas similares, introduzca a las personas y a las familias, como usted ha 

visto, en un laberinto burocrático, máximo en aquellos casos de las familias de bajo nivel socioeducativo. 

Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. A continuación tiene la palabra doña Lorena Morales 

Porro; le informo que tiene un minuto y diez segundos, poco más. 

La Sra. MORALES PORRO: Perdóneme, pero no sé si ha leído el asunto de la pregunta, que 

era la renta mínima. Es que no me ha contestado absolutamente a nada. ¿Van a aumentar la cuantía 

de las prestaciones por renta mínima para que, como ocurre en muchas otras comunidades, de cualquier 

color político, también del Partido Popular, realmente sea complementaria? ¿Nos van a equiparar a las 

rentas del País Vasco y Navarra, que duplican la renta mínima de la Comunidad de Madrid? ¿Van a hacer 

el balance anual, al que les obliga su propia ley de renta mínima de inserción y que se están saltando 

a la torera? Llevamos años sin tener el balance anual. 

Son preguntas muy sencillas; sí o no, señor Ayres. ¿Van a aumentar la cuantía de su renta 

mínima de inserción para que de verdad sea complementaria al ingreso mínimo vital y equipararnos al 

nivel de Navarra y del País Vasco? ¿Van a hacer los balances que les corresponden, según la ley, y los 

van a colgar para que los podamos valorar? 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias; le informo de que prácticamente ha agotado su tiempo, 

solo le quedarían unos segundos. Tiene la palabra don Ignacio Ayres Janeiro; le queda exactamente un 

minuto y treinta y cinco segundos. 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE SERVICIOS SOCIALES E INTEGRACIÓN (Ayres 

Janeiro): Los balances anuales se van a colgar en la web, como siempre; de eso, no tenga ninguna 

duda. En los próximos días están disponibles. 

Como le he contestado, y yo creo que ha quedado claro, la renta mínima de inserción es 

subsidiaria al ingreso mínimo vital; por lo tanto, hay que conocer los datos del ingreso mínimo vital para 

poder trabajar. Si atendemos a los datos estadísticos publicados por el Instituto Nacional de la Seguridad 

Social, el número de expedientes concedidos de ingreso mínimo vital en la Comunidad de Madrid, desde 

junio de 2020 a enero de 2024, es de 65.184 -datos acumulados; como le he dicho, un dato tramposo-

, y no consta en dicho enlace, aunque se ha pedido de forma reiterada y por escrito al ministerio, ni las 

relaciones de las resoluciones de suspensiones, ni las extinciones, ni las modificaciones de cuantía, ni 

las reposiciones del derecho al ingreso mínimo vital. Esos datos podían haber sido emitidos por el INSS, 

pero no ha sido así, y, sin ellos, no se puede trabajar en una mejora de la renta mínima de inserción, 

es imposible, porque no puede identificarse el número actual de beneficiarios del ingreso mínimo vital 

de la Comunidad de Madrid. Dicho de otra manera, ni Madrid ni ninguna otra de las comunidades 

autónomas disponemos de información sobre el grado de cobertura actualizado en ingreso mínimo vital 
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en nuestros territorios; es imposible, si el ministerio se niega a proporcionarnos los datos; si se los 

puede pedir usted, o su grupo, estaríamos encantados de que luego nos los pasara. Todo eso dificulta 

finalmente, como le he dicho al inicio, el objetivo por parte de la Comunidad de Madrid de conseguir la 

depuración de los expedientes que son potenciales beneficiarios del ingreso mínimo vital y, así, poder 

dar una atención de mayor calidad al remanente que queda consolidado dentro de la renta mínima de 

inserción de la Comunidad de Madrid. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ayres. Pasamos al cuarto punto del orden del 

día. 

 

PCOC-125/2024 RGEP.594. Pregunta de Respuesta Oral en Comisión, a iniciativa 

del Sr. D. Mariano Calabuig Martínez, diputado del Grupo Parlamentario Vox en Madrid, al 

Gobierno, con el siguiente objeto: ¿Tiene el Gobierno prevista la creación de un plan en 

defensa del no nacido? 

Contesta la pregunta en representación del Gobierno, cumplimentada la previa comunicación 

a la Mesa de la comisión, la señora directora general de Infancia, Familia y Fomento de la Natalidad, 

doña Silvia Valmaña Ochaíta. Conforme a lo previsto en el artículo 196 del Reglamento de la Asamblea, 

el tiempo máximo para la tramitación de la pregunta es de diez minutos, repartidos a partes iguales, 

cinco, entre el diputado y el Gobierno para sus tres turnos respectivos. Tiene la palabra para formular 

su pregunta el señor Calabuig Martínez, del Grupo Parlamentario Vox en Madrid. Muchas gracias. 

El Sr. CALABUIG MARTÍNEZ: Muchas gracias, señor presidente. Buenos días, señorías. 

Buenos días y bienvenida de nuevo, doña Silvia; muchas gracias por estar aquí. 

Dicen en su famosa estrategia de protección a la maternidad, paternidad y fomento de la 

natalidad y conciliación para el periodo 2022-2026 -ya estamos a mitad de periodo-, respecto a las 

medidas generales de apoyo a las familias, que el concebido tendrá la consideración de nacido y 

miembro más de la unidad familiar; dice textualmente: “El concebido se considerará como nacido y 

como un miembro más de la unidad familiar a todos los efectos que sean beneficiosos para los niños, 

para los concebidos, para la madre gestante o para la unidad familiar en la que se inserte la madre.” 

Por eso, le pregunto, señora directora general, si tiene algún plan para la defensa del no nacido. Muchas 

gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Para contestar tiene la palabra en representación del 

Gobierno doña Silvia Valmaña Ochaíta. 

La Sra. DIRECTORA GENERAL DE INFANCIA, FAMILIA Y FOMENTO DE LA 

NATALIDAD (Valmaña Ochaíta): Muchas gracias, presidente. En primer lugar, antes de pasar a la 

pregunta que tan amablemente me formula el señor Calabuig, quiero lamentar, como no puede ser de 

otra manera, en mi nombre personalmente, pero también en el de todo el órgano directivo que 
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represento, el fallecimiento de las dos personas que han perdido la vida en un trágico incendio este fin 

de semana en una residencia. 

En relación con su tema, tengo que decirle, señor Calabuig, que me encanta hablar de los 

planes de natalidad y de la estrategia con una persona que lo conoce tan bien, porque lo cierto es que 

muchas de las cuestiones que se recogen en esta estrategia están directamente inspiradas en un trabajo 

de hace muchos años que el señor Calabuig puso a disposición de la sociedad en sus anteriores 

responsabilidades; por lo tanto, no puedo estar más de acuerdo con él en que el concebido y no nacido 

merece toda la protección que las Administraciones podamos proporcionarle, como afirma la propia 

estrategia. 

Esta estrategia es el instrumento de planificación de la Comunidad de Madrid, y vendrá a ser 

completada en próximas fechas -espero que dentro de poco tiempo- con la propuesta que el Gobierno 

de la Comunidad de Madrid hará a esta Asamblea para la aprobación de una ley de familia para que al 

concebido y no nacido se le puedan considerar algunos efectos que ya le son favorables por razón de 

lo que dice y afirma el propio Código Civil y, además, podamos llegar a concretar con carácter normativo 

cuáles deben ser esos ámbitos en los que podemos actuar. Como usted sabe, la Comunidad de Madrid 

no tiene competencia en materia de legislación básica del Estado, pero en aquello que sí es de su 

competencia vamos a actuar, y lo vamos a hacer de forma muy decidida. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. A continuación tiene la palabra el señor Calabuig 

Martínez. 

El Sr. CALABUIG MARTÍNEZ: Muchas gracias, señor presidente. ¡Ay la famosa ley de la 

familia!, ¡ay, ay, ay! Tienen ustedes una, registrada por mí hace ya seis o siete años, por un antiguo 

director general de Familia. 

Yo, cuando me refiero a la defensa -permítame reflexionar al respecto-, hablo de las ayudas 

a las mujeres embarazadas para que puedan tener continuidad de su vida laboral después de dar a luz, 

para que se puedan sentir en paz y con alegría sabiendo que van a aportar un nuevo ser al mundo, 

para que tengan ilusión por ello. 

Somos conscientes de que el no nacido es el ser vivo más indefenso que haya en el mundo 

entre los seres humanos. Es verdad que durante un tiempo está protegido por la madre, que sabe que 

se tiene que cuidar, que tiene que cuidar de ambos, y que tienen una serie de meses para acoplarse el 

uno al otro hasta dar a luz. La naturaleza ha dado a las mujeres esa maravillosa capacidad de dar vida, 

con la colaboración del varón, a un nuevo ser. Es verdad que la llegada de un hijo siempre pone patas 

arriba nuestros planes, nuestra vida profesional, nuestra vida personal; que trastorna y desbarata 

muchos planes personales. Entonces, para la mejor defensa y ayuda al no nacido es necesario recobrar 

para esta sociedad el orgullo de ser madre, el orgullo de la maternidad. La defensa y la transmisión de 

la belleza de la maternidad es la mejor ayuda que se le puede dar a un niño no nacido. La falta de 

profundidad de estas medidas no va a permitir conseguir el último fin, que es, como ha dicho antes el 

director general, que tengamos un reemplazo generacional. 
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El gran problema que tenemos es el reto demográfico. Como dice María Calvo en su último 

libro, “un embarazo no deseado muchas veces justifica para eliminar la dignidad del no nacido y, por 

tanto, su derecho a la vida.” La madre y el feto merecen la dignidad propia de los seres vivos; para 

dejarlo más claro, el feto tiene la dignidad propia del ser humano desde su concepción. El deber de la 

madre y de la sociedad es defender y respetar la vida de ese niño desde ese momento. Muchas veces, 

muchas madres en situaciones de auténtica necesidad y en situaciones traumáticas deciden seguir 

adelante con un embarazo no deseado. Estas valientes mujeres se encuentran en muchísimos casos 

con la incomprensión social y sin ninguna ayuda práctica y real de la Administración y los poderes 

públicos. 

La maternidad creo que es -ustedes lo saben mucho mejor que yo- la experiencia más 

apasionante, excepcional y enriquecedora de un ser humano, en este caso las mujeres, puede llegar a 

vivir. Nadie está preparado para ser madre, pero la maternidad las prepara para muchas cosas, y con 

la maternidad, cuando una mujer aporta un nuevo ser al mundo, mejoran muchísimas de las virtudes y 

aptitudes que tiene una mujer. Creo que nosotros, desde nuestra experiencia con nuestras propias 

madres, hemos visto la capacidad de la mujer para la expresividad emocional y afectiva, la empatía, la 

paciencia, la capacidad de improvisación, la extraordinaria gestión del tiempo. Todas estas, y muchas 

más capacidades propias de la mujer, mejoran con la maternidad. Nosotros lo hemos vivido con nuestras 

madres al lado, y a veces, después de casarnos, lo hemos vivido con nuestra mujer al lado. Por eso, 

cuando pregunto por el plan en defensa del no nacido, indico que el mejor plan que pueda existir será 

apoyar y ayudar a todas y cada una de las mujeres que están embarazadas que quieran traer nuevos 

seres vivos al mundo. 

El Sr. PRESIDENTE: Tiene usted que finalizar, señor Calabuig. 

El Sr. CALABUIG MARTÍNEZ: Sí, señor presidente. Sin apoyo, ayuda o protección a las 

mujeres embarazadas, no habrá un buen plan en defensa del no nacido. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Tiene la palabra doña Silvia Valmaña Ochaíta. 

La Sra. DIRECTORA GENERAL DE INFANCIA, FAMILIA Y FOMENTO DE LA 

NATALIDAD (Valmaña Ochaíta): Muchas gracias. Coincido con el señor Calabuig en muchas de las 

cuestiones que dice, y me alegra que tanto para el señor Calabuig como para el Gobierno de Madrid la 

defensa del no nacido en nuestro ámbito competencial tenga que producirse a través del apoyo que 

damos a la madre, a la mujer embarazada; pero, también, después a toda la familia, para que pueda 

acoger, guiar y desarrollar todos los derechos que el niño en sí mismo tiene. 

Esa es la idea de la que parte la estrategia de natalidad. Como usted decía, la propia medida 

15 así lo establece y reconoce. Es una medida que, además, se cumple a través de las acciones, porque 

establecer planes no es suficiente si luego esos planes no se concretan en el día a día de la 

Administración, y la Administración en la Comunidad de Madrid es una Administración que está 

comprometida y que realmente está haciendo posible la defensa de esos derechos del no nacido a 

través de la defensa del derecho a la maternidad y de las madres a recibir los apoyos necesarios para 
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poder criar a sus hijos. Así, partiendo del punto primero, cuando las mujeres dudan y solicitan 

información para establecer cuáles son las alternativas a la IVE, la Comunidad de Madrid ha reforzado 

esa información, sobre todo tras el debilitamiento de ese derecho a la información que ha supuesto la 

última reforma de la ley del aborto, de forma que nosotros ofrecemos una información verbal para todas 

y cada una de las madres que así lo solicitan; pero, además, también lo hacemos telefónicamente, a 

través de una línea a la maternidad que ha ampliado la capacidad de poder informar a las mujeres, de 

forma anónima, a través de un servicio telefónico que está disponible 24 horas al día, 7 días a la semana 

y 365 días al año. Cualquier mujer que necesite conocer cuáles son las ayudas disponibles en la 

comunidad de Madrid, cuáles son los recursos, cuáles son las opciones que realmente tiene, puede 

acudir a esta línea, que se ha ido reforzando precisamente cuanto más se han debilitado el resto de las 

protecciones que la legislación básica del Estado debería reforzar. 

Además, las apoyamos también a través de nuestros propios instrumentos. Usted conoce las 

residencias maternales de la Comunidad de Madrid, que son una alternativa para esas mujeres que se 

encuentran en una mayor situación de vulnerabilidad. Tanto la residencia pública Residencia Norte como 

la concertada Villa Paz son dos residencias que se destinan precisamente para atender a aquellas 

mujeres que lo necesitan de una manera más dramática. 

Pero, además, tenemos una línea anual de subvenciones, que se ha incrementado. Usted 

recuerda que subió a 1,5 millones, y la hemos mantenido; hemos mantenido esa importante cantidad 

de dinero para ayudar a las entidades sociales que quieren, a su vez, apoyar a las mujeres y apoyar a 

sus hijos no nacidos -y también ya nacidos- para desarrollar todo ese potencial que el hecho de la 

llegada de un niño a una familia ofrece. 

Precisamente, ahora mismo, hoy, se va a actualizar y a presentar a los trabajadores de los 

centros hospitalarios una actualización del protocolo para garantizar que la Comunidad de Madrid sigue 

siendo una de las comunidades donde es más seguro entregar un niño sin consecuencias penales ni 

administrativas para la madre cuando considera que no puede atenderlo adecuadamente y, así, evitar 

esas noticias dramáticas que a veces nos encontramos de niños que se han dejado abandonados en la 

calle. 

Entendemos que con todas estas acciones el Gobierno de Madrid está actuando como debe. 

Y lo hacemos porque creemos en la vida, en los derechos de los individuos, no para abordar ningún 

reto demográfico, que, aunque importante, en estos casos pasa a ser secundario. No estamos hablando 

de las grandes cifras demográficas -eso se deberá tratar en otro contenido y en otro espacio-, sino de 

derechos individuales de niños, nacidos o no, y de mujeres madres que sí han apostado por la 

maternidad. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Pasamos al quinto punto del orden del día. 
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C-1052(XIII)/2023 RGEP.14271. Comparecencia de un representante de Amnistía 

Internacional, a petición del Grupo Parlamentario Más Madrid, con el siguiente objeto: 

medidas necesarias para la mejora en la gestión de las residencias de mayores de la 

Comunidad de Madrid. (Por vía del artículo 211 del Reglamento de la Asamblea). 

De conformidad con el artículo 211.3 del Reglamento de la Asamblea de Madrid, intervendrá, 

en primer lugar, la señora doña Carmen Miquel Acosta, responsable de investigación de Amnistía 

Internacional, a petición del Grupo Parlamentario Más Madrid, por un tiempo máximo de quince minutos, 

al objeto de informar sobre medidas necesarias para la mejora en la gestión de las residencias de 

mayores de la Comunidad de Madrid; seguidamente intervendrán los representantes de los grupos 

parlamentarios, de menor a mayor, por tiempo máximo de diez minutos, una vez que termine la 

compareciente. Adelante, señora Miquel; tiene usted la palabra. 

La Sra. RESPONSABLE DE INVESTIGACIÓN DE AMNISTÍA INTERNACIONAL (Miquel 

Acosta): Buenos días. Muchas gracias. En primer lugar, dar las gracias a la Comisión de Familia y Asuntos 

Sociales por la invitación y al Grupo Parlamentario Más Madrid por proponer la comparecencia. También 

nos sumamos a las condolencias por los fallecimientos de las dos residentes de la residencia Juan XXIII, 

de Aravaca. 

Amnistía Internacional es un movimiento de más de 10 millones de personas, socias, activistas 

y simpatizantes, que promovemos una humanidad justa y libre, donde todas las personas vivamos en 

dignidad. Somos una organización imparcial, independiente. Realizamos nuestras propias 

investigaciones, documentando vulneraciones de derechos humanos, solicitando cambios a los Estados 

para que no vuelvan a suceder. 

En el tiempo que se me ha concedido, resumiré nuestras principales recomendaciones 

respecto a las vulneraciones de los derechos humanos de las personas en residencias durante la primera 

ola de la pandemia. Haré algunas consideraciones clave sobre el llamado “nuevo modelo residencial”, 

y, si el tiempo lo permite, también sobre la falta de transparencia y rendición de cuentas de la 

investigación “Verdad, justicia y reparación”. Todo ello es de relevancia para poder entender lo ocurrido 

y asegurar que no vuelva a suceder, para aprender del pasado y no pasar página sin haberla leído, 

porque corremos el riesgo de que no haya verdad, justicia ni reparación para las víctimas y, por tanto, 

que esto vuelva a suceder. 

En diciembre de 2020 emitimos nuestro informe “Abandonadas a su suerte. La desprotección 

y discriminación de personas mayores en residencias durante la pandemia covid-19 en España”, y 

documentamos violaciones de derechos humanos de personas mayores que vivían en residencias, 

especialmente durante la primera ola, de marzo a mediados de abril de 2020, en Madrid y Cataluña. 

Nuestra investigación concluyó que hubo falta de medidas y decisiones adecuadas en la gestión de la 

pandemia que fueron definitivas en la situación de abandono de personas mayores en residencias y 

vulneración de sus derechos humanos; a saber, el derecho a la vida, el derecho a la salud, a la no 

discriminación, a la vida privada y familiar y a una muerte digna. 
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Dada su importancia, debo anotar las circunstancias de contexto para entender mejor lo 

sucedido. Una de ellas era un modelo residencial que traía ya problemas estructurales prepandemia; 

entre otros, problemas de dispersión normativa, falta de datos, falta de coordinación sociosanitaria, 

inspecciones que necesitaban reforzarse y cuestiones de gobernanza y de rendición de cuentas. 

Amnistía Internacional se centró en la vulneración de derechos humanos de las personas mayores que 

vivían en residencias, no investigamos el modelo residencial como tal, ni todos los posibles impactos de 

la covid-19 en las residencias, para lo que sería necesario otro tipo de investigaciones que permitieran 

profundizar diferentes aspectos, como algunos de los mencionados; es decir, gobernanza, rendición de 

cuentas, y también el impacto en el personal desde una perspectiva interseccional y de género. Las 

organizaciones y personas expertas con las que nos entrevistamos coincidieron en que había carencias 

importantes en el modelo, que la pandemia covid-19 hizo más patentes. Desde el principio, las 

autoridades conocían la especial vulnerabilidad del colectivo de personas mayores en residencias, y no 

se adoptaron medidas suficientes. Efectivamente, constatamos cómo las medidas adoptadas por las 

autoridades autonómicas y centrales fueron tardías, insuficientes, inadecuadas para proteger el derecho 

a la vida y a la salud del colectivo. A la luz de la información oficial disponible, desde el principio las 

distintas Administraciones tuvieron esa claridad de la especial vulnerabilidad de las personas mayores 

en residencias; sin embargo, no se tomaron medidas adecuadas, o no se acompañaron de recursos 

suficientes para protegerlas efectivamente. 

La situación de desamparo que pasaron las personas no puede analizarse separadamente de 

otro tema de máxima preocupación para la organización, como el impacto de las medidas de austeridad, 

el consecuente debilitamiento del sistema sanitario público en España. La infrafinanciación de la sanidad 

ha pasado factura. La década de recortes sanitarios y sociales ha provocado un deterioro en el acceso, 

la asequibilidad y la calidad de la atención sanitaria. El sistema público de salud enfrentó la pandemia 

en una situación de gran fragilidad. En 2019, España perdió un 6 por ciento de gasto sanitario público 

frente a 2009, y tan solo cuatro comunidades autónomas recuperaron la inversión; el resto, 13 

autonomías, la perdieron. El gasto sanitario público en la Comunidad de Madrid en 2019 se redujo un 1 

por ciento, respecto a 2009, y la inversión en Atención Primaria disminuyó un 7,3 por ciento. Este 

proceso de debilitación del sistema sanitario explica en gran medida por qué se ha llegado a esta 

situación de no derivación hospitalaria de personas mayores en semanas críticas de pandemia, en un 

contexto de mucha presión al sistema sanitario. Si bien ningún sistema sanitario podía estar preparado 

para una pandemia de tal magnitud, el país afrontó la crisis con un sistema de salud muy debilitado, de 

manera especial Atención Primaria, por las políticas de austeridad mencionadas. 

Asimismo, las medidas que se adoptaron en términos de refuerzo y recursos humanos 

contribuyeron a situarlo entre el abandono y debilitamiento. En la Comunidad de Madrid las medidas de 

refuerzo de Atención Primaria fueron insuficientes para garantizar el acceso a la atención sanitaria de 

una población con crecientes necesidades de salud, conduciendo a la Atención Primaria a una situación 

cercana al colapso asistencial. Durante el pico de la primera ola de pandemia, además, el personal de 

residencias no contó con protección adecuada ni acceso oportuno a test, lo que produjo contagios y 

dificultades para poder implementar las directrices que se recibían de diferentes instituciones. La falta 

de EPI en residencias puso en riesgo la salud y la vida tanto del personal como de las personas 
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residentes, y fue una de las causas principales que contribuyó a que se esparciera la covid y el contagio 

del personal. 

El director de Coordinación Sociosanitaria de la Comunidad de Madrid manifestó a Amnistía 

cómo el mayor vector de contagio fue el personal. Precisamente, a partir de los contagios se produjeron 

numerosas bajas. Durante periodos críticos no había equipo médico suficiente por estar de baja o no 

funcionar de manera presencial. El personal estaba sobrepasado y, como consecuencia, el derecho a la 

salud se vio vulnerado. En efecto, hubo personas residentes necesitadas de atención médica sanitaria 

a las que no se dio la oportunidad de un tratamiento adecuado por posible covid-19, u otras patologías 

que padecían, ni en la residencia ni en el hospital. Hubo momentos en los que prácticamente no se 

realizaron ingresos de personas de residencias en hospitales, y las pocas derivaciones que se dieron 

fueron la excepción, y en ocasiones ya fatalmente tarde. La decisión práctica de no derivar se aplicó de 

forma automatizada, en bloque, sin llevar a cabo valoraciones individualizadas. La no derivación en 

Madrid estaba prevista en protocolos que establecían instrucciones y criterios para valorar la derivación 

o no de personas de residencias o de mayores a hospitales, que incluían instrucciones de cuidados 

paliativos. Los protocolos fueron variando, actualizándose con diferentes versiones y distribuidos de 

forma selectiva a ciertas personas. Efectivamente, se emitieron documentos en los que se utilizaron 

criterios sobre edad, fragilidad, asociados al lugar de residencia. 

Amnistía Internacional no cuestiona que en determinados momentos para personas mayores 

con comorbilidades ser enviadas al hospital puede no ser la mejor opción; incluso, que algunas han 

podido especificar en su plan de atención la preferencia de quedarse en la residencia. También el 

personal médico puede tomar esa decisión, basándose en una evaluación individual del caso. El 

problema es que no se les dio una oportunidad de evaluación individualizada, incumpliendo así 

obligaciones internacionales contraídas por España. Por tanto, entre las decisiones que se tomaron se 

incluye la existencia de protocolos que en la práctica supusieron no derivar a las personas mayores de 

residencias a hospitales; es decir, su exclusión generalizada, sin valoración individual por parte del 

personal médico. Estas instrucciones fueron causa directa de imposibilidad de acceder a la asistencia 

sanitaria. Recordemos que las residencias no son centros médicos, ni fueron medicalizadas, y, aunque 

algunas puedan contar con personal sanitario, la asistencia sanitaria no puede darse en residencias. 

Además, como he explicado, en muchas de ellas el personal médico, si es que había, estaría de baja, 

por lo que no podía realizarse una valoración adecuada, y en otros casos, al ver el mismo protocolo, ni 

siquiera lo intentaban. Además, dichas decisiones deben ser puestas en relación con la creación de los 

llamados geriatras de enlace, también conocidos como “guardianes de puerta del hospital”, en palabras 

literales de personal médico de hospitales, con la falta de medicalización y las instrucciones sobre 

cuidados paliativos. 

La supuesta medicalización de residencias nunca sucedió. Además de no ser materialmente 

viable transformar una residencia en hospital, ese incremento de dotación de recursos, tanto materiales 

como personales, nunca se llevó a cabo, dejando a las personas mayores que viven en residencias en 

una situación muy delicada. Por eso, sin posibilidad de ir a un hospital o de recibir asistencia sanitaria 

adecuada en residencias, las personas mayores quedaron abandonadas a su suerte. Cuando no se podía 
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derivar a la persona, los protocolos incluían el envío de medicación para tratamiento paliativo. En 

nuestra investigación también documentamos cuidados paliativos deficientes. También documentamos 

un encierro de facto, la escasa información a familias, dificultades de comunicación y muerte en soledad. 

Nuestras recomendaciones fundamentales fueron: revisar y modificar esas decisiones, a fin 

de que en ningún caso pudiesen constituir discriminación; desarrollar políticas públicas adecuadas para 

la gestión de la pandemia, garantizando los derechos de las personas mayores, incluido el derecho 

humano a la salud, llevando para ello consultas con sociedad civil, familiares y residentes; garantizar el 

derecho a la salud, que incluye un acceso total e igualitario para todas las personas mayores en 

residencias a los servicios del sistema de salud y, en concreto, tomar medidas contra cualquier incidente 

de discriminación; garantizar que el régimen de visitas a residencias considere prioritario el interés 

superior de las personas mayores, y la dotación de recursos materiales suficientes que aseguren que 

las residencias se basan en evaluaciones de riesgos individualizadas, teniendo presentes todas las 

medidas posibles para mitigar riesgos, como realizar las pruebas de detección con mayor frecuencia al 

personal, población residente y visitas. También insistimos en la necesidad de impulsar una investigación 

independiente para saber en qué medida el acceso de las personas mayores en residencias a servicios 

de salud, servicios médicos generales y atención hospitalaria estaba sujeto a restricciones indebidas 

durante la pandemia. Y, en particular, sobre los siguientes aspectos: la idoneidad del apoyo del Estado 

central y de las comunidades autónomas al sector de residencias respecto a problemas de bajas de 

personal; si se habían respetado los derechos y la seguridad del personal cuidador durante la pandemia, 

incluyendo si se tomaron medidas necesarias para garantizar que tuvieron acceso a EPI y pautas y 

formación para poder protegerse y proteger a los residentes; el grado en que las comunidades 

autónomas y el Estado cumplieron con sus obligaciones de garantizar la calidad de la atención en 

residencias y los derechos de personas mayores durante la pandemia, y la adecuación de medidas 

adoptadas por autoridades autonómicas para cumplir con sus obligaciones legales de supervisión 

respecto a residencias durante la pandemia. Es necesario asegurar que las decisiones médicas se basen 

siempre y únicamente en evaluaciones clínicas individualizadas y de necesidad, criterios éticos y sobre 

la mejor evidencia científica posible; garantizar que las residencias proporcionen EPI es fundamental, y 

también recoger y proporcionar datos sobre las personas mayores en residencias con un análisis de 

género, edad y discapacidad. Y también pedíamos impulsar una tramitación de una ley a nivel estatal 

con perspectiva de derechos humanos y de género, en línea con estándares internacionales, que 

estableciera un modelo residencial que garantice los derechos de las personas residentes en todo el 

Estado. 

Respecto al nuevo modelo residencial, como he mencionado, las residencias afrontaron la 

pandemia desde una situación muy precaria debido a deficiencias estructurales presentes en el sistema 

tras una década de recortes sanitarios y sociales que provocaron un deterioro en el acceso y calidad de 

la atención sanitaria. La situación vivida en residencias reveló la urgente necesidad de reformar el 

sistema residencial e invertir más recursos en la implementación de medidas que puedan poner en el 

centro a las personas usuarias de residencias y a sus familias, adoptando un enfoque que no solo persiga 

cubrir sus necesidades, sino también respetar el ejercicio pleno de sus derechos humanos. En este 

sentido, para Amnistía Internacional fue importante que hace poco más de un año y medio se llegara a 
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un acuerdo entre comunidades autónomas y Gobierno central sobre un nuevo modelo residencial, en 

virtud del acuerdo sobre criterios comunes de acreditación y calidad de los centros y servicios del sistema 

para la autonomía y atención a la dependencia. Esperamos que su implementación y puesta en práctica 

suponga una mejora en la vida de las personas; sin embargo, el hecho de que se haya realizado sin 

haber llevado a cabo una investigación adecuada para aprender de las lecciones del pasado, nos parece 

preocupante. Efectivamente, es un avance en cuestiones clave, como los criterios comunes sobre ratio 

de personal y recursos materiales, y también plantea mejoras en la dignidad del trato y el ejercicio de 

derechos de personas usuarias, con la participación de familias en la vida de los centros y formación de 

personal de residencias; sin embargo, hay ciertas lagunas importantes, como el mínimo de inspectores 

por centro, que se establecía en borradores previos y ahora ha quedado en manos de las comunidades 

autónomas. Es importante garantizar un sistema de inspecciones de centros residenciales que incluya 

la transparencia, así como la publicación periódica de los datos sobre el número de visitas y los 

resultados de las mismas. Además, el sistema de denuncias debe garantizar el anonimato, y deben 

darse recursos adecuados para que haya un seguimiento efectivo de las mismas que aseguren la 

adopción de medidas de corrección sin demora. También podrían mejorar las cuestiones de coordinación 

con servicios de asistencia sanitaria y recogida unificada de datos, dado que a día de hoy no se establece 

un procedimiento unificado de recogida de datos sobre personas en residencias que permita desarrollar 

políticas públicas que garanticen sus derechos humanos. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Tiene la palabra, en primer lugar, el portavoz del Grupo 

Parlamentario Vox en Madrid, señor Arias Moreno, por tiempo máximo de diez minutos. Muchas gracias. 

El Sr. ARIAS MORENO: Muchas gracias, presidente. Muchas gracias, doña Carmen -el 

apellido no lo he entendido, y uso su nombre de pila-. 

Primero, sumarnos desde mi grupo parlamentario al pésame por el fallecimiento de las dos 

residentes; la pérdida de una vida siempre es algo negativo. 

Y, antes de mi intervención, quisiera puntualizar algo para que no hubiera tergiversaciones en 

la misma. Mi madre murió el 4 de abril de 2020, con 87 años, y la enterré solo, y quince días después, 

para que no haya dudas, para que nadie diga nada, porque soy hijo de víctima de covid. 

He escuchado detenidamente su intervención, he leído su informe, y, como durante los últimos 

dos años he mantenido una posición muy clara, hay algo que me ha gustado, porque refuerza lo que 

yo he venido repitiendo estos años, y es la falta de previsión. Estamos viendo lo que pasó, lo que 

queremos que no pase, pero lo que no estamos viendo es lo que debía hacerse y no se hizo. Y hay un 

dato que es inexcusable, y es que la primera persona que falleció de covid en una residencia en Madrid 

por neumonía bilateral lo fue el 6 de febrero de 2020. Se nos ha olvidado la falta de previsión de todos, 

¡todos!, los gobiernos, que, inclusive, tuvieron la desvergüenza de ser citados los meses de diciembre, 

enero y febrero a conferencias de prevención frente a la covid y España no mandar a nadie. Eso es así, 

guste o no guste, y Vox lo va a decir una y otra vez. Es más, el Grupo Parlamentario Vox activó una 
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pregunta en el pleno de esta Asamblea el 24 de enero de 2020 que ya puso en antecedentes, y no se 

hizo nada. 

También para acabar con algunos de los mantras que defiende la izquierda -y lo que voy a 

decir no exonera al Partido Popular-, simplemente quiero recordar que la Orden SN/2652020, de 19 de 

marzo, que es muy clarificadora en su punto quinto, en el que da medidas de coordinación para el 

diagnóstico, seguimiento y derivación por covid en las residencias de mayores y en los centros 

sociosanitarios, la firmó don Salvador Illa. Pero también es importante que la Comunidad de Madrid no 

escurra el bulto, porque hay una orden, que es la Orden 1/2020, de 27 de marzo, en la que se establece 

quién tenía las competencias en materia de residencias, que eran, al alimón, Sanidad y Servicios Sociales 

-basta con leerse el punto octavo-, y dicha orden la firmaron el señor consejero de Sanidad y el señor 

consejero de Políticas Sociales, señor Reyero, el del libro, con quien yo hablé en febrero y le pregunté 

si estaba todo correcto, si llevaban bien las cosas de las residencias, y me dijo que no me preocupara, 

que estaba todo correcto. 

He querido hacer esta introducción porque, aunque discrepo en algunos matices de su 

intervención, la mayoría la he repetido yo en pleno y en comisiones durante estos dos últimos años. 

Efectivamente, no hay ningún sistema ahora mismo que pueda atender una pandemia, y menos de la 

magnitud de la que tuvimos. Se nos colapsaron las residencias; se colapsó todo, absolutamente todo, 

por la falta de previsión de los Gobiernos. ¿Se pudo hacer más? Sí, simplemente haber hecho lo que 

estábamos viendo cualquier ciudadano de a pie en las imágenes que venían de China. China tuvo que 

hacer un hospital en once días. Aquí no se hizo nada. ¿Por qué? Esa es la pregunta que yo quiero que 

me responda. Bueno, sé por qué, porque había que dejarlo pasar. Claro, si alguien del Gobierno nos 

dice que va a haber uno o dos casos, pues, va a haber uno dos casos, pero no fueron uno o dos. 

También son importantes algunos datos que se nos olvidan, que quiero mencionar. 

Realmente, personas que estaban en residencias y murieron durante la primera ola, pero no dentro de 

las residencias, fueron 16.035, y 4.853 murieron en sus camas dentro de las residencias -esperemos 

que las actas nos den luz a este dato-. Murieron 10.159 en hospitales, 993 en el domicilio -porque 

tuvieron un egreso a su domicilio- y 30 en otros lugares, como coches, ambulancias. Eso es importante. 

También es importante que, efectivamente, como usted ha dicho, los equipos de las residencias no 

tenían formación. Las residencias son los hogares de los mayores, no son geriátricos. O queremos un 

modelo de geriátricos, o queremos un modelo de residencias, y, si no, podremos tener un modelo mixto 

o mini geriátricos adaptados. 

Ha comentado usted un tema que me preocupa, que es el nuevo modelo, que puede funcionar, 

pero hay una cosa fundamental que nadie ha tenido en cuenta y yo pongo encima de la mesa: 

¿Tendremos edificios preparados para ello? ¿Alguien ha construido una residencia? A lo mejor estamos 

hablando de cosas cuando nos ha faltado lo fundamental, y es que la sectorización no se pudo hacer 

dentro de las residencias. ¿Por qué? Por la edificación y por la ratio del personal. Efectivamente, las 

bajas de personal fueron significativas, y encima el personal sanitario de las residencias fue a los 

hospitales porque, lógicamente, les pagaban más y mejor, y, por lo tanto, vaciaron de personal las 
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residencias de nuestros mayores. Se hicieron en Cortes, en un día, hasta tres protocolos distintos de 

separación de pacientes; se diseñaron en un mismo día dos circuitos y protocolos para la sectorización, 

adaptados a la situación; en un mismo día, se trató de sensibilizar y capacitar a través de sistemas de 

protección y control de infecciones a un personal que no es sanitario, que es de intervención social. No 

había EPI, lo que era lógico, porque, si no lo había en los hospitales, tampoco lo iba a haber en las 

residencias. Y, al final, el material llegó cuando llegó. Efectivamente, usted ha dicho que la transmisión 

fue la entrada y salida del personal; lógicamente, era así. 

Ausencia de información transparente, liderazgo y acciones claras y decididas. Deficiencias en 

prevención y control de infecciones. Estábamos en una pandemia de la que no se conocía absolutamente 

nada. Si en las residencias cuando nos entra la gripe ya tenemos problemas, imagínese cuando entra 

una pandemia de la que no se conocía absolutamente nada del comportamiento del virus. Faltó, a pesar 

del enorme esfuerzo del personal de las residencias, a quienes yo aquí sí aplaudo, porque nadie les 

aplaudió y tuvieron que convivir dentro de las residencias con el drama que tenían, una derivación 

hospitalaria; estaban colapsados los hospitales, no se pudo. Y quiero descartar el nombre de protocolo 

de la vergüenza, que es un protocolo de triaje. Para ser un poco más humanos -ya que nos gustan los 

derechos humanos-, vamos a hablar del protocolo de triaje, y no del protocolo de la vergüenza. Duró 

siete días, lo suficiente, pero no tenía que haber durado ni un solo minuto. 

El Sr. PRESIDENTE: Tiene que finalizar, señor Arias. 

El Sr. ARIAS MORENO: Sí. Lógicamente, el modelo me preocupa, y me gustaría que me 

explicara lo del modelo con perspectiva de género, a ver si vamos a ir con la perspectiva de género 

cuando tengamos que derivar a un hombre o a una mujer y resulta que cometemos una lesión de los 

derechos humanos derivando a uno antes que a otro. Creemos que lo mejor es aprender y, sobre todo, 

ver lo que no se ha hecho antes de que llegara la pandemia. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. A continuación tiene la palabra la portavoz del Grupo 

Parlamentario Socialista, señora Morales Porro, por tiempo máximo de diez minutos. Muchas gracias. 

La Sra. MORALES PORRO: Gracias, señor presidente. Gracias, señora Miquel, por su 

comparecencia, por sus palabras. Voy a comenzar respondiendo brevemente al señor Arias Moreno. 

Señor Arias Moreno, no me parece de recibo que se erija usted hoy aquí como quien tiene la palabra, 

la verdad, porque su grupo precisamente fue el que impidió que se mantuviera la comisión de 

investigación. Tanto Más Madrid como Unidas Podemos y el Grupo Socialista presentamos peticiones 

para que se reabriera aquella comisión de investigación, que se cerró en falso, y ustedes, no solo 

votaron en contra, sino que, de una manera que me parece poco ética, presentaron una comisión de 

estudio dando falsas esperanzas a las familias porque la retiraron a los pocos días. No sabemos todavía 

qué les ofreció el Partido Popular para que ustedes retiraran esa comisión después de haberla anunciado 

a bombo y platillo. 

Y, señor Arias Moreno, los protocolos de triaje se hacen en los hospitales, nadie tiene derecho 

a decidir sobre la vida y la muerte; aunque, bueno, ya dijo la señora Ayuso el otro día, como si fuera 
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una suerte de futuróloga, que se iban a morir igual; claro, excepto los que tenían seguro privado, que 

esos se ve que tenían más posibilidades, ya que sí se derivaron a los hospitales donde tenían aquel 

seguro. Me gustaría que la señora Miquel pudiera valorar esas palabras de la señora Ayuso. Y, 

recogiendo el momento en el que dijo aquellas palabras, ella decía también que la pandemia fue como 

un tsunami que nos arrasó a todos. Sobre esto, dos cosas, no es lo mismo que llegue un tsunami a las 

costas de Japón que a las costas de Haití, y las residencias madrileñas eran en aquel momento, y 

desgraciadamente lo siguen siendo, las costas de Haití. Lo que no pasó en ningún otro sitio fue que, 

jugando a ser Dios, se implantara un protocolo que les negara el derecho a ser asistidos -un derecho 

que nos asiste a todos en este país- simplemente por tener una discapacidad y residir en un centro de 

discapacitados. Y es que a ellos siempre los hemos dejado a un lado, de ellos no hemos hablado tanto 

porque no hubo tantos fallecimientos por sus propias condiciones físicas, pero, como a las personas 

mayores en las residencias, se les negó directamente su derecho a ser asistidos en los hospitales 

públicos, dejándoles morir además de una forma cruel, sin los cuidados paliativos mínimos, como decía 

la señora Miquel. Aquí hay que recordar -y me gustaría que también hiciera una valoración- lo que 

conocemos sobre la “operación bicho”. Además, la Comunidad de Madrid con una mano firmaba esos 

protocolos -insisto, jugando a ser Dios- y con la otra recurría las sentencias que obligaban a medicalizar 

las residencias, lo que seguro habría salvado muchas vidas o, al menos, habría dado dignidad al último 

adiós. Me gustaría también que la señora Miquel hiciera una valoración sobre esos recursos de las 

sentencias que obligaban a medicalizar, y también sobre si han podido conocer que la Comunidad de 

Madrid siguió financiando en aquellos días el Convenio de Asistencia Pastoral Católica por más de 

300.000 euros -60.000 por encima del convenio- en unas residencias que teóricamente estaban cerradas 

a cal y canto, a las que los familiares de aquellos usuarios no pudieron ni siquiera pasar a dar el último 

adiós. Y también me gustaría saber qué opinan de aquellos traslados que se hicieron a residencias 

privadas de aquella manera, pagando por encima del precio de coste de la plaza de residencia, cuando 

la Comunidad de Madrid tenía miles de plazas públicas vacías en unas residencias mucho mejor 

gestionadas, como así lo demostraron luego las cifras de fallecidos. 

Los datos están ahí. La Comunidad de Madrid acumuló el doble de fallecidos que la siguiente 

región con más fallecidos en residencias, 7.291 mayores; 7 de cada 10 fallecidos en residencias 

ocurrieron dentro de la propia residencia, porque no se pudo derivar. Acumularon el 31 por ciento de 

los fallecidos, mientras que Madrid solo tiene el 13 por ciento de las plazas residenciales de toda España. 

Esos son datos objetivos. 

Aquí pasó algo que no ocurrió en ninguna otra comunidad, los protocolos de la muerte. Da 

igual que los llame usted protocolo de triaje, protocolo de la muerte o de la vergüenza; fueron, sin 

duda, la página más negra de la democracia en esta región, y algún día, bien sea en la justicia o 

políticamente, la señora Ayuso, el señor Escudero, y quienes corresponda, tendrán que responder, 

porque todavía no han respondido. Ni siquiera han pedido perdón, ni siquiera han recibido a los 

familiares, y, por supuesto, no han depurado responsabilidades. Además, es que se sienten tan impunes 

que no han aprendido nada y se permiten el lujo de hacer declaraciones como las de la señora Ayuso 

el otro día, sobre lo que lo más fino que se me ocurre decir es que fueron lamentables, o ponen de 

consejera a la señora Dávila y a gestionar las residencias a la viceconsejera de Sanidad en el momento 
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en el que se firmaron esos protocolos. Así que, no les quepa a ustedes duda de que tememos que, si 

mañana ocurre algo similar y viene otra pandemia u otro tipo de emergencia, las decisiones que se 

tomen serán las mismas, o aún peores, porque se sienten ustedes impunes, pero al final acabarán 

cayendo y tendrán que pedir perdón y mirar a la cara a los familiares. 

Insisto, como no han aprendido nada, el modelo residencial sigue siendo igual que el que 

había antes, o peor; sigue adoleciendo de todo tipo de carencias humanas y materiales. Recuerdo que 

una trabajadora me dijo una frase que no se me va a olvidar; me dijo que iban medicadas a trabajar 

porque los recursos materiales son tan pocos que el sobreesfuerzo físico que tienen que hacer las obliga 

a ir medicadas, pero que también iban medicadas porque les dolía el alma porque no podían hacer su 

trabajo dignamente ni atender a los mayores como se merecían. 

Somos la comunidad que está entre las peores siempre en el ranking, la comunidad que menos 

plazas públicas tiene. Solo tenemos 25 residencias públicas de gestión directa, de más de 500 que hay, 

y eso es algo básico, porque con los cuidados de las personas mayores no se puede hacer caja, y nos 

lo ha puesto muy encima de la mesa la pandemia. Por otra parte, necesitamos centros pequeños. La 

Comunidad de Madrid es la región con las residencias más grandes. Tenemos residencias de 400 y 500 

plazas que nada tienen que ver con un hogar. Y, desde luego, necesitamos la mejora de la ratio, porque, 

por mucho que nos las quiera vender la Comunidad de Madrid, sabemos que son tramposas y que 

contabilizan al personal como si trabajara 24 horas los siete días de la semana, incluyendo otro tipo de 

personal que nada tiene que ver con el cuidado de las personas mayores, como puede ser un jardinero 

o un recepcionista, que hacen una labor muy digna pero que no es personal de atención directa, que 

es el que atiende a las personas mayores. Y, por si fuera poco, la Ley de Servicios Sociales, en lugar de 

mejorar la situación, lo que hizo fue eliminar de un plumazo -hoy me gustaría que hiciera una valoración 

la señora Miquel sobre esta ley- los pocos derechos que recogía la ley anterior, como el derecho a la 

intimidad y a la libertad de las personas usuarias de residencias. Eso sí, incluyó un catálogo detalladísimo 

de todas las sanciones que se les podían imponer a las personas mayores, que tanto han hecho para 

que lleguemos hasta aquí, para que imperara la ley del silencio todavía más. 

Necesitamos, insisto, residencias públicas, porque la experiencia que tenemos con las 18 

residencias de gestión indirecta, que yo llamo las 18 vergüenzas, es lamentable, y me gustaría que 

pudiera hacernos algún comentario. Hemos insistido hasta la saciedad en que vuelvan a la gestión 

directa, porque lo que hacen en esas residencias, que están todos los días en los medios de 

comunicación -mañana vamos a visitar una de ellas, donde las trabajadoras han estado mucho tiempo 

sin cobrar sin la que la comunidad hiciera nada y están en los tribunales- es que vuelvan a la gestión 

pública, porque los pliegos de esas residencias no son pliegos, sino verdaderas subastas, y la Comunidad 

de Madrid, aunque ahora saque pecho de una supuesta mejora en la inversión, simplemente se debe a 

la obligación que tienen de adecuarse a las nuevas tablas salariales, a los nuevos convenios, y a un 

aumento en lo que se van a llevar las empresas; sin embargo, la realidad es que desciende el número 

de personal de atención directa en unas residencias ya completamente deficitarias. En Peñuelas, 

Ensanche, Moscatelares, a las familias les duele la boca, y a las trabajadoras también, de denunciar lo 

que allí está ocurriendo. Y han recortado todavía más partidas tan esenciales como la de alimentación 
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o la de lencería, que ya eran bastante lamentables -hemos estado enseñando fotos constantemente de 

lo que estaba ocurriendo-. Hasta el médico, el fisioterapeuta, el terapeuta ocupacional, la enfermera, 

¡todo!, se va a poder subcontratar; es la subcontratación de la subcontratación. Así que, aquí va a haber 

mucha gente ganando, no solo la empresa, sino también las empresas secundarias que se van a 

subcontratar, a costa de los cuidados más básicos a las personas mayores, que son totalmente 

vulnerables y que en muchos casos ya no tienen voz para poderse quejar. Lo mínimo sería que, si hacen 

estas subastas, controlaran lo que está ocurriendo dentro de estos centros, pero, como he expuesto en 

la pregunta anterior, nada más lejos de la realidad. 

La cuantía de las sanciones ha descendido, ha pasado de 800.000 euros en 2015 y más de un 

millón el año 2022, a poco más de 300.000 durante todo el año 2023. En el año 2020, cuando más se 

necesitaba, hicieron dejación de sus funciones. Así, en el año 2020, entre los meses de marzo a junio, 

solo hubo cinco inspecciones, en cuatro residencias, cuando hay más de 500 residencias en Madrid, y 

solo se sancionó a 16 residencias con la que estaba cayendo. Pero es que los inspectores nos hablan 

de falta de recursos, de que sus propuestas de sanción no llegan a nada y se guardan en los cajones -

no sabemos atendiendo a qué criterios-, y que lo que se necesitan son equipos multidisciplinares y, 

desde luego, mucha más transparencia, porque -ya acabo- todo lo que tiene que ver con las residencias 

en la Comunidad de Madrid es opaco. Nos cuesta muchísimo trabajo que nos den cualquier tipo de 

información. Necesitamos que se cuelguen esas actas de inspección y todos los datos que tengan que 

ver con las residencias, porque, si no hay transparencia en algo tan sensible y delicado como el trato a 

las personas mayores, no habrá democracia real en esta región. Desde luego, no vamos a parar hasta 

que se sepa qué ocurrió, se pida perdón, se depuren responsabilidades y en esta comunidad se atienda 

a las personas mayores con la dignidad que merecen. 

Termino. De nuevo le agradezco muchísimo su intervención, señora Miquel. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Seguidamente tiene la palabra el portavoz del Grupo 

Parlamentario Más Madrid, señor Figuera Álvarez, por un tiempo máximo de diez minutos. Muchas 

gracias. 

El Sr. FIGUERA ÁLVAREZ: Gracias, presidente. Primero, quiero acordarme de las víctimas 

de la residencia Juan XXIII. Se ha guardado un minuto de silencio, pero es importante transmitir nuestra 

solidaridad a los trabajadores, a los familiares, a las personas que han quedado heridas. Desde luego, 

esperamos que esto no se repita y que se investigue a fondo por qué ha ocurrido esta desgracia, así 

como que se esté al día de las inspecciones y de si se cumplen los pliegos de seguridad en todas las 

residencias de la Comunidad de Madrid, tanto públicas como de gestión privada. 

Dicho esto, quiero agradecer a Carmen Miquel, de Amnistía Internacional, que haya venido a 

comparecer. Efectivamente, para hablar de los estados de las residencias y de los nuevos modelos hay 

que analizar a fondo qué pasó, porque, desde luego, lo que pasó, todavía es opaco, todavía falta mucho 

por saber, y esperamos que se pueda llegar a dilucidar toda la verdad, y no solo a nivel de justicia, 

donde todavía hay causas abiertas. Por mucho que diga la señora Ayuso que se van cerrando causas, 
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todavía hay muchas abiertas en los juzgados, y probablemente aparecerán algunas más conforme se 

vaya sabiendo más verdad, por ejemplo, con las actas de la Policía Municipal y de los funcionarios que 

entraron en las residencias en los momentos más dificultosos. Creo que es muy importante incidir en 

esta opacidad que ya habéis señalado, y me gustaría que en la siguiente intervención pudierais avanzar 

un poco más en cómo está en este momento la investigación, en cómo están investigando tanto la 

Fiscalía como el resto de las autoridades, y si creéis que se está avanzando o hay un parón. Y, desde 

luego, lo siguiente es la opacidad y la investigación política, porque hay una investigación a nivel penal 

que nosotros no podemos decidir, pero sí podemos tratar de establecer la verdad de lo que pasó dentro 

de las residencias, y no solo para que se haga verdad, justicia y reparación, en lo que están Comisión 

Ciudadana, Marea Residencias y otros colectivos y asociaciones de familiares, sino porque es nuestra 

obligación como políticos establecer la verdad, y, a este respecto, quiero decirle al señor Arias Moreno, 

igual que le ha dicho la portavoz del Partido Socialista, que ustedes fueron partícipes de cerrar la 

comisión de investigación cuando no se había podido avanzar en las declaraciones de todos los 

implicados, incluidos el señor Escudero, el señor Reyero y, sobre todo, la señora Ayuso, y quiero 

preguntarle, ya que tanto dice usted que están de acuerdo en la investigación que han planteado las 

entidades ciudadanas o Amnistía Internacional, si están dispuestos o no a reabrir una comisión de 

investigación, porque todos estaríamos dispuestos a hacerlo. Y se lo pregunto también al Grupo Popular, 

aunque probablemente va a hacer una loa en defensa de que todo se hizo bien; ahí tenemos las palabras 

de Ayuso “se hizo lo que se pudo” o “no se pudo hacer más”, como oímos el otro día en el pleno, 

cayéndoseme la cara de vergüenza de que pudiera defender eso y ver a todas las señorías en pie 

defendiendo esa alocución de la señora Ayuso. Yo, personalmente, participé en la comisión de 

investigación de residencias de la pasada legislatura, mientras estuvo abierta, y también estuve como 

portavoz de políticas para la discapacidad, muy pendiente de lo que pasaba en las residencias de 

personas discapacitadas y al tanto de los protocolos de no derivación en las residencias. Esos protocolos 

fundamentalmente se estaban haciendo por personal facultativo, sobre todo geriatras, comisionados 

por el señor Javier Peromingo, que luego fue el director general de todo el tema de coordinación 

sociosanitaria, sustituyendo al doctor Carlos Mur. Da la casualidad de que el doctor Carlos Mur era 

residente de psiquiatría cuando yo estaba ejerciendo mi trabajo en sanidad pública; hablamos durante 

todos esos días y se advirtió de que esos protocolos atentaban contra los derechos humanos y de que 

iba a haber problemas. Se pudo reparar a tiempo la no derivación de las personas con discapacidad, 

pero, desde luego, se siguió adelante con el tema de las personas mayores. 

Desde luego, creo que es muy importante matizar y seguir enfatizando en que se faltó a los 

derechos humanos y al derecho a la dignidad de las personas que estaban en las residencias. 

Claramente, los 7.291 -cifra un poco icónica- todavía están sin investigar, y nosotros creemos que hay 

que seguir investigando para que no vuelva a suceder. Creo que las familias deben ser escuchadas. 

También es increíble que a estas alturas la señora Ayuso todavía no haya podido escuchar a las familias 

y a los supervivientes de las residencias, que no se haya dignado a hacer una audiencia con ellos, y no 

entiendo muy bien por qué si tanto dicen que no tienen nada que esconder y, además, piensan que 

todo lo hicieron bien. Por favor, escúchenlos; escúchenlos no solo a nivel de los colectivos que ellos han 

hecho para poder defender sus derechos, sino a nivel individual, como se merecen. 
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Por otro lado, creo que es importante el tema de la Ley de Residencias. La Comisión Ciudadana 

y los colectivos están pidiendo una ley de residencias que nos permita poner negro sobre blanco las 

condiciones para que no se den estas situaciones tan terribles que nos lleven a ese momento tan brutal 

de la mortalidad durante ese periodo. Efectivamente, como vosotros habéis dicho, ya había una 

precariedad antes por los recortes tanto en servicios sociales como a nivel de sanidad, y fallaron 

absolutamente todas las maneras chapuceras de intentar mejorarlo, como la famosa operación Bicho -

sobre la que me gustaría que pudierais opinar-, o la no medicalización de estas residencias. La operación 

Bicho se paró simplemente porque se filtró a la prensa; la prensa sacó esa chapuza y en ese momento 

se paró. Yo creo que es muy importante poder analizar qué pasó ahí, porque probablemente seguimos 

igual en muchas fallas de esa medicalización de las residencias. 

Creo que es muy importante plantear el tema de la Atención Primaria, y todavía no se ha 

solucionado la asistencia a las personas mayores en las residencias. Como acabáis de decir, Carmen, es 

verdad que las residencias no deben ser el lugar donde se mejoren y se traten los trastornos de las 

personas que viven allí, y que deben poder acceder fácilmente a los servicios de Atención Primaria, a 

los hospitales, etcétera, como cualquier otra persona, y en las mismas condiciones de derechos. A ese 

respecto, creo que una de las cosas que habría que preguntarse es si la inspección falló y si en este 

momento sigue habiendo problemas en cuanto a la inspección, porque, en realidad, cuando nos dicen 

que hay un millón de euros gastados en sanciones, o no, lo que no estamos viendo es si realmente eso 

sigue siendo absolutamente insuficiente. El número de inspectores en la Comunidad de Madrid para las 

residencias se sabe que son absolutamente insuficientes, y que en el momento de la tragedia y en los 

momentos más altos de las distintas olas de la pandemia muchos de los inspectores estaban de baja y 

no hubo recambio y se dejaron las cosas sin hacer. 

También me gustaría preguntar a Amnistía Internacional si debe haber una nueva comisión 

de investigación a nivel político, si se debería abrir una nueva comisión de investigación a nivel de esta 

sede parlamentaria, igual que se pudiera hacer a nivel del Gobierno central. Nos dirá el Partido Popular 

que todos nos centramos solo en la desgracia de las víctimas. Como decían Ayuso y el señor Ossorio 

“no hay que remover”, pero es que los duelos están ahí, sin resolver bien, porque no se ha establecido 

la verdad. Es importante plantear que hubo fallos a nivel de las comunidades autónomas, pero también 

a nivel del Gobierno central, que es algo que nosotros también hemos denunciado. O sea, no estamos 

pensando que todo se hizo bien desde el Gobierno central, pero es verdad que en ese momento se 

pudo derivar a muchos más residentes, no solo a la sanidad privada, que se cerró aposta -yo lo viví en 

primera persona estando pendiente de los protocolos de derivación-, sino a otras comunidades 

autónomas que en ese momento no tenían tanta incidencia de casos de coronavirus en personas 

mayores, y no se hizo. Y se construyó un Ifema, a toda prisa, al que no se podía trasladar a las personas 

mayores por falta de adecuación de las instalaciones, cosa que se sabía desde el principio. Y hubo 

ofrecimientos de mucho personal jubilado para poder atender a través del Colegio de Médicos y del 

Servicio de Salud del ayuntamiento y no se utilizó ese personal. Realmente, hubo un tapón que no está 

aclarado, y es importante que lo podamos aclarar. 
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Hablando ya de lo que nos falta, creo que también es importante plantear la cuestión de si 

realmente necesitamos aumentar la participación de la ciudadanía en todos los modelos residenciales. 

Realmente, la Comunidad de Madrid siempre ha tapado la posibilidad de haber observatorios, de hacer 

cogobernanza en las residencias, para que las cosas puedan ser de otra manera. En ese sentido, parece 

que las autoridades políticas siempre están a la cola de lo que se necesita y van siempre por detrás, 

sobre todo las del Partido Popular, porque el modelo que está primando todavía es el modelo de la 

privatización y el modelo de la externalización. Como decía la portavoz del PSOE, el modelo aquí es 

seguir haciendo residencias grandes, y seguir siendo residencias concertadas, y nosotros vamos a 

apostar por las residencias públicas. Se sabe claramente, por la investigación de la Comisión Ciudadana, 

que en las residencias públicas murieron menos personas y que realmente se hicieron las cosas algo 

mejor. Me gustaría también que me pudiese hablar de todo esto. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señoría. Finalmente tiene la palabra la portavoz del 

Grupo Parlamentario Popular, doña María Inmaculada Pérez Bordejé, por tiempo máximo de diez 

minutos. 

La Sra. PÉREZ BORDEJÉ: Muchas gracias, presidente. Quiero aprovechar esta intervención 

para, en mi nombre y en el de mi grupo parlamentario, unirme al dolor por las víctimas de la residencia 

Juan XXIII. 

Antes de comenzar mi intervención, quiero decir que estoy enormemente sorprendida, porque 

yo creía que veníamos aquí a hablar de las mejoras en las residencias de mayores, y no que nos íbamos 

a retrotraer y se iba a hacer aquí, en esta comisión, un juicio paralelo a todos los juicios que viene 

llevando la justicia española. Hemos estado sometidos a infinidad de investigaciones, de juicios, de 

sumarios, y en todos los casos, hasta ahora, se ha dado la razón a la Comunidad de Madrid, al Gobierno, 

porque no han visto en ningún momento indicios ni causas por las que se pudiera haber actuado de 

otra manera. El auto que el otro día surgió de la Audiencia Provincial de Madrid es claro y contundente, 

pero estamos aquí en un tribunal, porque ustedes no creen en la justicia y vienen aquí a hacer un auto 

poco menos que de fe. Si quieren, comento cómo tenía preparada mi intervención a Amnistía 

Internacional. Yo pensé que venían a ayudarnos para las mejoras en las residencias, y tenía en mi 

intervención un compromiso compartido por la transparencia, la justicia y los derechos humanos, pero 

he visto que aquí, en primer lugar, ni se cree en la justicia; por lo tanto, ¿cómo vamos a intentar 

alentarla? El auto que dictó la Audiencia Provincial anteayer dice: “No cabe duda de que la investigación 

practicada en la fase de distribución ha sido especialmente exhaustiva, con informes médicos testifical 

de facultativos que atendieron a los fallecidos, y de los cuales se deduce que la atención desplegada 

fue la adecuada en cada caso. En todo momento los posteriormente fallecidos estuvieron atendidos con 

los conocimientos de ese momento, adoptándose las medidas que en cada momento se consideraban 

adecuadas, incluso con consejo y administración de medicación facilitada por los centros hospitalarios.” 

Es que yo creo que quien tiene aquí la razón, quien ha investigado, quien conoce todos los detalles con 

testificales, con documentación, es la justicia. Creo que no nos corresponde a nosotros hacer, como 

decía al principio, un juicio paralelo. No sé si emplear más tiempo en esto, que, al fin y al cabo, me 

parece ruin; que es cosa de la izquierda y de sus terminales mediáticas, que siguen queriendo sacar 
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rédito político retorciendo el dolor de las víctimas y de sus familiares, ya que ningún beneficio estamos 

sacando de este examen ni de este juicio, como estoy diciendo. La Comunidad de Madrid, además, fue 

la primera de España en tomar medidas contra la catástrofe de la covid, de la que el Gobierno de 

Sánchez era perfecto conocedor igualmente. Se hizo todo lo humanamente posible ante el impacto 

brutal de la primera ola. Todos los profesionales sanitarios dieron lo mejor de ellos para salvar vidas, 

enfrentándose a algo desconocido. Como decía anteriormente, veinte investigaciones en sede judicial, 

y todas han sido archivadas. Y, además, desde la Comunidad de Madrid estamos a disposición de quien 

tenga que investigar este tema, como siempre hemos hecho. Señora Morales, miente cuando habla de 

opacidad, porque en multitud de ocasiones usted ha pedido documentación a esta Asamblea y se le ha 

facilitado. (Rumores.) Sí, sí se le ha facilitado. 

El Sr. PRESIDENTE: Por favor, no responda. 

La Sra. PÉREZ BORDEJÉ: Por otro lado, ustedes dicen que en Madrid el índice de mortalidad 

fue el más alto. Esto no es cierto, en absoluto. Según las estadísticas, más del 90 por ciento de ancianos 

que fallecieron en la crisis lo hicieron en residencias de la Comunidad de Aragón; le siguió La Rioja, con 

el 87 por ciento; Castilla y León, 74; Navarra, 73, y Cantabria el 71 por ciento. También por encima del 

50 por ciento de muertes en geriátricos aparecieron las comunidades de Extremadura, 68,6; Galicia, 

58,3; Asturias, 52,7, y Castilla-La Mancha con el 51,7 por ciento. Por eso les digo, señorías, que me 

decepciona que Amnistía Internacional, una asociación que tiene un gran prestigio mundial, se preste 

a venir aquí, a la Asamblea, para hacer, como decía anteriormente, un juicio paralelo, con el que no 

creo que haya aportado nada a la mejora de nuestras residencias, que es en lo que nosotros vamos 

trabajando día a día con ilusión. 

Usted no nos ha dicho nada, pero yo sí le voy a comentar todas nuestras mejoras para ofrecer 

a nuestros ancianos la mejor atención día a día. Así, le voy a hablar del modelo de Madrid de atención 

social. Este modelo, que defendemos y desarrollaremos a lo largo de este año, se va a basar en la 

libertad de elección, para que las personas mayores con discapacidad y en situación de dependencia 

puedan elegir dónde vivir, o bien en su hogar con los servicios necesarios, o en uno de nuestros 

recursos, porque nuestro fin es evitar la institucionalización, o que se produzca lo más tarde posible, y 

de ahí que ofrecemos los medios más modernos, precisos y ajustados a sus necesidades. Me refiero a 

los centros residenciales y de día, pero también a la teleasistencia, a la asistencia a domicilio o a cada 

actividad que lucha contra la lacra que viven nuestros mayores, llamada soledad. Este cambio será 

progresivo y posible a través de un nuevo decreto, que regulará el procedimiento de acceso al sistema 

para la autonomía y atención a la dependencia en nuestra región. En este camino hacia el nuevo modelo 

hay una herramienta fundamental, que es la orden de acreditación. Este documento va a regular los 

requisitos y estándares de calidad de los centros y servicios de atención social en nuestra comunidad, 

algo que afecta a aspectos estructurales de personal y de programas de intervención; por ejemplo, a 

nivel arquitectónico, las nuevas residencias de personas mayores no podrán superar una capacidad 

máxima de 150 plazas autorizadas y deberán disponer de un 50 por ciento de habitaciones de uso 

individual, siendo el resto de las habitaciones de un máximo de dos plazas. Además, los centros van a 

organizarse en unidades de convivencia, configuradas como espacios que pretenden reproducir la 
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estructura, ambiente y funcionamiento de un hogar, pero en los que debe proporcionarse una atención 

personalizada y los apoyos que precisen. Esta orden recogerá también que cada persona tenga un 

profesional de referencia, un plan de atención y apoyo y un proyecto de vida, así como planes de 

contingencia que garanticen la continuidad de la atención ante desastres naturales, epidemias o fallos 

informáticos. Caminamos hacia un modelo que promueve una mayor calidad asistencial, que se ajusta 

a las necesidades concretas de la persona, que destina más inversión a las residencias y que ofrece un 

mayor número de recursos ampliando las plazas. Así, en octubre se contrataron 763 nuevas plazas, que 

se suman a las de diciembre de 2022, y en nuestro presupuesto de este año también se recogen 

incrementos tanto en plazas de atención residencial como en centros de día. Esto es lo importante, 

señorías. 

Creo que donde debemos poner nuestro empeño, nuestro objetivo, es en mejorar y ampliar 

la atención a nuestros mayores. Los nuevos contratos de los centros de gestión directa que se están 

licitando en la actualidad contemplan incrementos del precio destinado a cada plaza de entre un 30 y 

un 50 por ciento, fundamentalmente para mejorar la ratio de personal y la alimentación. En cuanto a la 

alimentación, la comida que ofrecemos es buena, de calidad, y cumple todos los estándares. Y estoy 

convencida de ello porque este servicio lo prestan empresas que se han presentado a un concurso, lo 

han ganado y pasan rigurosos y continuos controles de inspección. Pero esto no significa que nos 

conformemos, que no vayamos a implementar todas las acciones necesarias para que nuestros mayores 

tengan la mejor alimentación y los mayores cuidados. Por eso, está previsto un nuevo contrato de 

restauración en las residencias de mayores de la Comunidad de Madrid para seguir mejorando en la 

seguridad alimentaria y en la calidad nutricional. Para ello, se van a realizar al año mil auditorías, cuyos 

resultados serán analizados y se presentarán a las entidades gestoras. Además, para los centros 

dependientes de la agencia madrileña se ha incrementado un 25 por ciento el presupuesto para el 

contrato de suministro de alimentos. Igualmente, los nuevos contratos de gestión indirecta han subido 

más de un 27 por ciento la previsión de costes para alimentación. Estas son mejoras, y van a más, 

porque estamos empeñados en ello, porque vamos a continuar promoviendo la participación de los 

residentes y sus familias con la creación en todos los centros de una comisión de menús, como ya 

hemos puesto en marcha en todas las residencias de la Agencia Madrileña de Atención Social de gestión 

indirecta, en más de 140 residencias concertadas. Estos menús serán supervisados por un médico o 

nutricionista, que garantizará el aporte calórico adecuado; serán variados, con presentación atractiva; 

se tendrán en cuenta las costumbres culinarias de los usuarios, y se ofrecerá siempre una alternativa al 

menú basal en la comida y en la cena. En nuestro firme compromiso con la calidad de estos centros 

residenciales... 

El Sr. PRESIDENTE: Debe finalizar, señoría. 

La Sra. PÉREZ BORDEJÉ: Sí. Gracias, presidente. No me da tiempo a hablar de tantas 

mejoras como estamos implementado ni de las que pensamos hacer. Solamente nombrar la Agencia 

Madrileña de Calidad de los Servicios Sociales, el Plan de Calidad de Inspección 2023-2024 y una Escuela 

de Cuidados de Larga Duración de Personas Mayores de la Comunidad de Madrid. 
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No escatimamos en esfuerzos para dar respuesta a estas familias porque lo que nos importa 

es la persona, y tengan claro que haremos todo lo posible por ayudar a nuestros mayores. Muchas 

gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señoría. Finalizado el turno de intervención de los 

portavoces de los grupos parlamentarios tiene la palabra, por un tiempo máximo de diez minutos, doña 

Carmen Miquel Acosta para contestar o formular aclaraciones y poner fin al debate. Muchas gracias. 

La Sra. RESPONSABLE DE INVESTIGACIÓN DE AMNISTÍA INTERNACIONAL (Miquel 

Acosta): Gracias, presidente. Voy a tratar de contestar, aunque, por razones de tiempo, veo complicado 

poder profundizar en todos los aspectos. 

Me voy a centrar en la preocupación por los derechos humanos, que han sido el centro y foco 

de Amnistía, como no puede ser de otra manera. Por un lado, en relación con la prohibición de 

discriminación y el mencionado posible triaje, lo que Amnistía documentó fue una discriminación en 

bloque; es decir, ni siquiera hubo esa oportunidad de triaje. El triaje puede llegar a reconocerse como 

necesario; es una práctica médica, es parte de la ética médica, y es necesario, pero en este caso no se 

llegó a ese momento; es más, en nuestro informe dejamos constancia de cómo el comité de bioética 

del Ministerio de Sanidad hizo constar que sería radicalmente injusto que las personas cuya salud 

estuviese más amenazada por un eventual contagio de coronavirus fueran a la vez las más perjudicadas, 

y que conceptos como utilidad social, o similares, no responden a principios bioéticos que deben 

informar de la toma de decisiones en el ámbito asistencial. Esta fue una preocupación que llegó al 

comité de bioética del Ministerio de Sanidad, y también la puso de relieve el Defensor del Pueblo. Es 

decir, la práctica de triaje es una práctica médica, que en determinados momentos tiene sus parámetros, 

basados en una evaluación individualizada, pero no ocurrió, primero, porque en la práctica no era 

realista, no había recursos, no había personal para ir una a una, y, si no hay un médico que pueda verte 

en persona, entonces, digamos que el primer parámetro para hacer triaje no se cumple. 

En relación con el plan de choque operación Bicho, Amnistía Internacional no ha hecho una 

investigación pormenorizada sobre estos particulares, en el sentido de que nuestra preocupación ha 

sido si hubo o no hubo asistencia médica para las personas, independientemente de dónde fuera; es 

decir, si se hubiese podido realizar en las residencias adecuadamente, no hubiéramos tenido problema. 

Pero es que eso nunca ocurrió; es decir, las residencias nunca se medicalizaron, nunca vimos ese plan 

de choque. La conocida como operación Bicho no tuvo mayor transcendencia para las personas; con lo 

cual, la vulneración de derechos humanos es clara. La investigación en relación con esto ha llegado 

hasta donde ha llegado. Y tampoco llegamos a ver el plan de choque publicado. 

Respecto a las sentencias sobre la falta de medicalización, tanto en Leganés como en Alcorcón 

estos recursos pasaban, en parte, por la naturaleza jurídica de la obligación; es decir, suficientemente 

concreta. Amnistía, insisto, no se pronuncia sobre la naturaleza jurídica de la obligación. Lo que nos 

preocupa es que no hubo esa atención ni dentro ni fuera, que no hubo derivación, porque esto supuso 

discriminación. Por tanto, la cuestión no es si se les atendió en un sitio u otro, sino que no se les atendió 
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en ningún sitio, que es lo que nos preocupa. Respecto a los recursos, son de naturaleza administrativa, 

son un tema de Derecho administrativo, a pesar de que hay dos votos particulares donde explican por 

qué sí, si la naturaleza de la obligación sí es suficientemente concreta. 

Respecto a la perspectiva de género, que mencionamos, hay un particular sobre el personal 

cuidador, que no se le escapa a nadie. En nuestro informe, básicamente, constatábamos cómo el 

personal está altamente feminizado, ya que más del 85 por ciento -84 en ese momento-, según el 

Instituto Nacional de Estadística, eran mujeres, siendo la profesión de auxiliar de enfermería una de las 

actividades que tiene mayor número de mujeres y mayor tasa de temporalidad. Además, vienen 

reclamando mejores condiciones laborales, y sabemos que también hay una precariedad respecto a la 

recogida de datos de su situación. Esta es la perspectiva de género que, entre otras, reclamamos, y 

también la llamada perspectiva interseccional, que viene a poner de manifiesto que las personas, en 

este caso mujeres mayores, no solo son discriminadas por ser mujeres y mayores, sino también por 

diferentes situaciones de discapacidad y otros ejes de opresión. 

En relación con la falta de transparencia y opacidad, cuando hay vulneraciones de derechos 

humanos el estándar de acceso y el derecho a la información es más alto, hay un interés preponderante 

en que esas informaciones se hagan públicas. Estos son estándares internacionales, que están en el 

Pacto de Derechos Civiles y Políticos, ratificado por España y en vigor, y también en el reciente Convenio 

del Consejo de Europa de Tromso, de acceso a la documentación pública. Es decir, cuando ha habido, 

como es el caso, vulneraciones de derechos humanos, los intereses a proteger hay que mirarlos de 

manera muy restrictiva. Hay un interés por que el público sepa lo ocurrido y por que se revele esa 

información; por lo tanto, el estándar es muy, muy alto, en el sentido de que debe revelarse toda esa 

información. 

Respecto a escuchar a las familias, Amnistía ha venido pidiendo, especialmente a Fiscalía, que 

se avance en las investigaciones, decretando diligencias que en muchos casos no se han realizado; 

escuchar a las familias lo que sucedió en esos momentos, y también practicar ciertas diligencias que se 

han considerado claves. La misma Fiscalía ha reconocido esto en dos instrucciones, que dictó en 2022; 

pero, finalmente, no hubo datos sobre la respuesta a esos propios oficios. Es verdad que Fiscalía de la 

Comunidad de Madrid dictó otro oficio pidiendo especialmente que se escuchara a las familias, incluso 

la posibilidad de reabrir algunos casos con ocasión de escucharlas, lo que ha sido un avance y ha dado 

lugar a que un par de casos estén abiertos. Escuchar a las familias, escuchar a las víctimas -porque son 

víctimas también-, es fundamental. Insisto, es un estándar de derechos humanos muy alto cuando ha 

habido muertas ilícitas llevar a cabo investigaciones exhaustivas, imparciales, y que pasen a practicarse 

todo tipo de diligencias, que, desafortunadamente, no se practicaron en muchos casos; de hecho, en 

algunos casos la propia Audiencia Provincial ha tenido que decretar que se reabrieran investigaciones 

precisamente por esa razón. El avance es muy lento; casi 9 de cada 10 diligencias se han archivado en 

Fiscalía, y algunas siguen abiertas. En algunos casos, se demuestra que cuando hay voluntad es posible. 

En otros territorios sí se están llevando a cabo investigaciones por lo ocurrido durante la primera ola, 

con lo cual, es un tema de tiempo realizar investigaciones adecuadas. Como digo, tiene un estándar 

muy alto, hay que escuchar a las familias, pero también practicar otras diligencias, como puede ser, por 
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ejemplo, llamar a la propia Policía que pudo haber levantado acta, o al médico de Atención Primaria que 

estaría designado. En muchos momentos, a lo mejor sí pudo haber una llamada, o algún informe, pero 

eso nunca trascendió en la investigación. Amnistía Internacional viene insistiendo, viene pidiendo a las 

autoridades de todo tipo, porque no se ha investigado de forma exhaustiva y exigimos esa reapertura 

de casos cuando se reexamine para que se valore adecuadamente si se ha investigado lo suficiente. Ni 

el Gobierno central ni las comunidades autónomas han querido investigar. Como saben, se han cerrado 

comisiones de investigación y, por ello, corremos el riesgo de que no haya verdad, justicia ni reparación 

para las víctimas, y, por tanto, esto vuelva a suceder. Por eso es tan importante tener en cuenta el 

pasado, y no podemos simplemente pasar página sin ni siquiera haberla leído. Son parámetros 

fundamentales de los derechos humanos la memoria, la verdad, la justicia y la reparación. Si, como 

sociedad, queremos decir que cumplimos con los derechos humanos y tener un nuevo modelo, tenemos 

que saber qué ha ocurrido en el pasado y, desde este presente, mirar hacia el futuro, pero sin negar el 

pasado. Por tanto, Amnistía pide al Gobierno central, a los gobiernos autonómicos, al Congreso de los 

Diputados, a Fiscalía, a Defensoría del Pueblo, al Consejo General del Poder Judicial, que cada cual haga 

su parte, que se revele la información que tienen, que se realicen investigaciones adecuadas y que no 

se mire a otro lado. Este es uno de los capítulos más trágicos de la Historia reciente de nuestro país, y 

ha habido vulneraciones de derechos humanos que deben ser reparadas. Gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Pasamos al último punto del orden del día. 

 

──── RUEGOS Y PREGUNTAS. ──── 

 

(Pausa.) Sí, dígame. 

El Sr. FIGUERA ÁLVAREZ: Rogaría que constara en la comisión que se pudiera abrir la web 

de Amnistía Internacional para poderla estudiar en la propia Asamblea de Madrid, porque está capada, 

y no entendemos por qué cuando es un organismo de prestigio internacional. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: ¿Alguna pregunta más?, ¿algún ruego más? (Pausa.) Pues, no habiendo 

más asuntos que tratar, se levanta la sesión. Muchas gracias. 

 

(Se levanta la sesión a las 12 horas y 33 minutos). 
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